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Introducción 
 
 
 

 

El presente trabajo tiene como objetivo estar en el marco del contexto colombiano de paz 

con enfoque subjetivo direccionado hacia las víctimas. El marco normativo más relevante que 

trata este asunto es precisamente la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y Restitución de 

Tierras, que tiene como objetivo el reconocimiento y garantía de los derechos de las víctimas, su 

dignificación y la reconstrucción de su proyecto de vida a efectos de lograr una real transición 

del conflicto armado. 

 

 

En general dentro de lo anteriormente planteado se realizará una construcción conceptual 

acerca de lo que se considera víctima no sólo desde el plano nacional, sino desde el internacional 

que muestran enfoques comunes: la verdad, justicia y reparación. Pero es necesario tener en cuenta 

que para acceder a esa denominación resulta necesario que sea declarada bajo los estamentos del 

derecho interno, sin dejar a lado de referencia la concepción internacional que nutre de manera 

significativa el concepto de victima desde el ámbito colombiano. 

 

 

Así mismo se procurara establecer desde el componente de reparación, el 

reconocimiento de las medidas integrales necesarias para resarcir ya sea de manera individual o 

colectiva a las víctimas, presente en el ordenamiento jurídico colombiano. Para lo anterior es 

necesario tener en cuenta que a las mismas tienen acceso cuando se cumplen con los requisitos 

establecidos por la ley, especialmente la ley de víctimas y restitución de tierras. 
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En tercera medida, se procederá a determinar los beneficios derivados de las medidas de 

reparación integral para las víctimas, especialmente en materia de créditos y pasivos que 

finalmente son los que serán punto de base para el análisis de las instituciones de derecho civil 

tanto en su manifestación sustantiva y adjetiva han generado cambios en la forma de concebir 

estas instituciones, para favorecer a una población tan vulnerable como las víctimas del 

conflicto armado en Colombia. 
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1. El Contexto Colombiano y la Ley de Víctimas del Conflicto Armado. 
 
 
 
 

1.1 Delimitación Conceptual de víctima. 
 
 
 
 

En este presente acapice se delimitará el concepto de víctima y se determinaran sus 

atributos y características como presupuesto de análisis investigativo. 

 

 

Principalmente habrá que diferenciar la amplia categorización de las víctimas de las 

guerras, hasta las más restringidas de víctimas de violaciones a los derechos humanos, y al 

Derecho Internacional Humanitario DIH, es decir, categorizar a las personas afectadas por estas 

violaciones a sus derechos de vida, dignidad, magnicidio, genocidio y barbaries contra la 

dignidad humana. 

 

 

El concepto de víctima ha sido largamente estudiado. A través de la historia muchos autores 

lo han indagado y decantado, pues ha sido objeto de evaluación, reflexión y construcción 

conceptual no solo dentro de la literatura jurídica y en diversas áreas del derecho, sino en asuntos 

médicos que permiten hoy su condensación en fuentes como la legislación, la jurisprudencia e 

igualmente la doctrina y los textos científicos. 

 

 

Las víctimas en el derecho Internacional 
 
 
 
 

La categorización de las víctimas está definida con algunas restricciones jurídicas en el 

Derecho Internacional Humanitario DIH, y lo ata a la conducción de los conflictos y las guerras, 
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pero no solo a ellas. Aunque el principal objetivo para su construcción es el de proteger a los 

afectados por la guerra, el DIH no contiene disposición alguna sobre esa segundas categorías de 

víctimas, pues este ordenamiento jurídico se centra casi que exclusivamente en personas que 

deben ser protegidas contra los peligros de las confrontaciones bélicas y guerras, dejando abierta 

la cuestión de las varias acciones que deben ser tomadas cuando al prestar dicha protección. 

 

 

El propósito de los Principios de la ONU sobre el derecho a interponer recursos es poner 

remedio a las deficiencias, ocupándose de las víctimas de violaciones del DIH. En esos 

Principios, se adopta la siguiente definición de víctima: "Se considerará " víctima " a la persona 

que, individual o colectivamente, como resultado de actos u omisiones que violan las normas 

internacionales de derechos humanos o del derecho internacional humanitario, hayan sufrido 

daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas económicas o 

menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales (Roja, 2003) 

 

 

En el marco del derecho positivo, es conveniente partir de la definición que se señala en 

la Declaración sobre los principios fundamentales de la “Justicia para las víctimas del delito y 

del abuso del poder” proclamada el día 29 de noviembre de 1985 mediante Resolución 4034 de 

la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas que establece “Víctimas de 

delitos”. 

 

 

Se entenderá por "víctimas" las personas que, individual o colectivamente, hayan 

sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera, 

o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u 
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omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados miembros, incluida la 

que proscribe el abuso de poder. 

 

 

Podrá considerarse "víctima" a una persona con arreglo a la presente declaración, 

independientemente de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al perpetrador e 

independientemente de la relación familiar entre el perpetrador y la víctima. 

 

 

En la expresión “víctima” se incluye además para el caso, a los familiares o personas 

a cargo que tengan relación inmediata con aquella; relaciones directas y personas que hayan 

sufrido daños al intervenir para auxiliar, asistir y apoyar a las víctimas en amenaza, peligro, o 

para prevenir la victimización. 

 

 

Claramente se establece que las disposiciones de la declaración serán aplicables a 

todas las personas sin distinción alguna ya sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, 

nacionalidad, opinión política o de otra índole, creencias o prácticas culturales, situación 

económica, nacimiento o situación familiar, origen étnico o social o impedimento físico”. 

 

 

De la Declaración también se concluye que existe protección para las víctimas del 

abuso de poder cuando establece: 

 

 

“Se entenderá por "víctimas" las personas que, individualmente o colectivamente, hayan 

sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera 

o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u 
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omisiones que no lleguen a constituir violaciones del derecho penal nacional, pero violen 

normas internacionalmente reconocidas relativas a los derechos humanos”. 

 

 

De estas definiciones se concluye que en el Derecho Internacional, “víctima” es la persona 

que ha sufrido una pérdida, lesión o daño en su persona, propiedad o derechos como resultado de 

una conducta que constituya una violación a la legislación penal nacional, constituya un delito bajo 

el derecho internacional que implique una violación a los principios sobre derechos humanos 

reconocidos internacionalmente, que de alguna forma implique un abuso de poder por parte de 

personas que ocupen posiciones de autoridad política o económica. 

 

 

La “víctima” puede ser un individuo o una colectividad, y por ende incluye grupos, clases 

o comunidades de individuos, corporaciones económicas o comerciales y grupos u 

organizaciones políticas. 

 

 

La importancia que se comienza a dar al papel de las víctimas en el derecho internacional 

humanitario, ha permitido que esta figura sea contemplada en los procesos penales como parte 

esencial para la integración de las investigaciones y para la apreciación del esquema total del 

crimen, su responsabilidad y castigo. 

 

 

En el ámbito normativo, universal y general de la ONU, encontramos tres 

normas institucionales relativas a cinco categorías de víctimas así; 
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Primero la Resolución 40 de 1984 de la Asamblea General, adoptada el 29 de noviembre 

de 1985, que contiene la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las 

víctimas de delitos y del abuso de poder (Unidas). 

 

 

Segundo, la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las 

desapariciones forzosas, respecto de las víctimas de desapariciones forzadas, aprobada por la 

Asamblea General mediante resolución 47/133, de 18 de diciembre de 1992. 

 

 

Tercero, en el pasado reciente, la Convención Internacional para la protección de 

todas las personas contra las desapariciones forzadas, proclamada el 20 de diciembre de 2006. 

 

 

Por último, la Resolución 2005/35, del 19 de abril de 2005, que contiene los "Principios 

y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones, emanada de la Comisión de 

Derechos Humanos de la ONU y que adopta obligatorias normas internacionales de derechos 

humanos como respuesta a violaciones graves al derecho internacional humanitario, a interponer 

recursos y a obtener reparaciones. 

 

 

Con fundamento en las anteriores resoluciones de la ONU, vemos que el organismo 

internacional establece, cinco categorías básicas así: 

 

 

- víctimas de delitos, 
 

- víctimas del abuso de poder, 
 

- víctimas de desapariciones forzadas, 
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- víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 

 
- víctimas de violaciones graves del Derecho Internacional Humanitario (Fernandez, 

2009). 

 

 

En el Estatuto de Roma y solo para los fines del mismo, se establece que se entiende por 

“Víctima” a la persona natural que haya sufrido un daño, como consecuencia de la comisión 

de algún crimen, cuya competencia y conocimiento le corresponde a la Corte. 

 

 

Como “víctimas”, según los planteamientos anteriores, son consideradas las organizaciones e 

instituciones internacionales que hayan sufrido daños directos a alguno de sus bienes; se trata de 

instituciones que pueden estar dedicadas a la religión, la educación y la instrucción, las artes, las 

ciencias, o la beneficencia; y los bienes podrían ser monumentos históricos, hospitales y otros 

lugares que tienen como objeto fines humanitarios o de ayuda a comunidades. 

 

 

Adentrándonos en el estudio, y yendo más a fondo en el concepto de “víctima”, encontramos 

que el derecho internacional lo ha estudiado en la obra la “dimensión internacional a los 

derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación para las víctimas de violaciones a los 

derechos humanos (Derecho, 2014). 

 

 

En el escenario del derecho internacional público, se estima como víctimas no sólo 

aquellas personas que sufrieron directamente daños en su patrimonio o en el disfrute de sus 

derechos fundamentales, sino determinados parientes y personas a cargo, de conformidad con 

los principios generales del derecho, es decir, aquellas amenazas o daños que son comunes a 
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diversos ordenamientos jurídicos internos, en términos de la explicaciones de la Corte 

Interamericana en el asunto del Sud-Oeste africano en 1966. 

 

 

Según lo anterior, se entenderá por víctima a toda persona que haya sufrido daños, 

individual o colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 

pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 

consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una violación manifiesta de las normas 

internacionales de derechos humanos o una violación grave del derecho internacional 

humanitario. Cuando corresponda, y en conformidad con el derecho interno, el término 

"víctima" también comprenderá a la familia inmediata o las personas a cargo de la víctima 

directa y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar asistencia a víctimas 

en peligro o para impedir la victimización. 

 

 

Se encuentra entonces que la diversidad en la categorización de las víctimas no constituye 

realmente un problema o un obstáculo para la determinación de puntos clave que sirven a esta 

investigación, pues las diferentes categorías de víctimas tienen un denominador común: 

 

 

Todas las víctimas han padecido las consecuencias de un acto ilícito – un hecho 

victimizador- un delito. Por eso, con independencia de posibles particularizaciones, o posibles 

inclusiones en determinadas categorías como amenazadas o violentadas por actos ilícitos, las 

distintas categorías de víctimas son todas al mismo tiempo víctimas particularizadas 

clasificables en determinadas categorías de víctimas de delitos. 
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En consecuencia, todas las víctimas ostentaran los mismos derechos inherentes a su estatuto 

jurídico; amenazadas o lesionadas por delitos relacionados con el derecho penal, sus conductas y 

penas. Adicionalmente poseen otros derechos que no están directamente vinculados con el 

proceso penal interno, sino que son derechos comunes ligados a distintas categorías de víctimas 

que se desprenden de normas internacionales. 

 

 

De aquí que por ahora se pueda concluir que, en realidad, estamos frente a un estatuto 

jurídico internacional de víctima en general, que incluye a todas las categorías de víctimas. Se 

trata de estatutos jurídicos internacionales que consagra v para las víctimas, un catálogo de 

derechos del que son titulares todas las categorías de víctimas, y que los caracteriza por sus 

prerrogativas y derechos como tales, y les promete justicia y reparación; “cuestiones que se han 

convertido en un elemento indispensable de los esfuerzos de protección de los derechos humanos 

individuales (BASSIOUNI, 2002). 

 

 

Sobre el tratamiento de los tribunales internacionales 
 
 
 
 

Analizaremos el papel de organismos internacionales que se encargan de la 

interpretación de las normas que protegen a las víctimas y del análisis de situaciones específicas 

que son consideras por estas como amenazantes victimizante o lesionadoras de sus derechos, y 

los resultados de su reclamo en la práctica. 
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Encontramos así, la efectivización de la Protección de los Derechos Humanos y las 

Libertades Fundamentales que según el Consejo de Europa, 1950), reconoce a las víctimas como 

sujetos legitimados para presentar las denuncias y las acciones encaminadas a la reparación. 

 

 

Los aportes de la jurisprudencia y las decisiones de los altos tribunales internacionales 

como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, órgano competente según el Convenio 

Europeo para la Protección de los Derechos y las Libertades Fundamentales, que establecen la 

legitimidad de las víctimas, las acciones y los hechos violatorios susceptibles de reclamo de 

indemnización. 

 

 

Aunque en este Convenio no se estableció el concepto de víctima, el Tribunal Europeo se 

encargó de su construcción normativa, epistemológica, teleológica y deontológica; Su concepto 

incluye la legitimación en la causa o el derecho de interponer directamente acción ante el 

Tribunal, el reconocimiento de la víctima como un sujeto procesal y los presupuestos básicos de 

las pruebas y las consideraciones básicas para determinar la violación y por ende la 

indemnización. 

 

 

Tanto la Comisión como la Corte Interamericana de Derechos Humanos en desarrollo de 

sus interpretaciones y aplicaciones de la Convención Interamericana sobre los Derechos 

Humanos del 22 de noviembre de 1969, San José de Costa Rica), le conceden a las víctimas, 

“estatus de sujeto de derechos”, tomando como noción de víctima las reflexiones del Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos, pero profundizan en la determinación de criterios para 

establecer la presencia de “víctimas indirectas”. Así, el propósito del reconocimiento de la 



18 
 

 

víctima como sujeto de derechos esta expresado en los derechos de verdad, justicia y reparación, 

que tienen como objetivo principal, la reparación; devolver a las víctimas el goce efectivo y la 

protección de sus derechos y libertades básicas. 

 

 

Con fundamento en los avances de la jurisprudencia internacional se han venido 

impulsando y fortaleciendo una serie de principios relacionados con las obligaciones de los 

Estados frente a las víctimas de violaciones a los derechos Humanos, DD.HH. Son aplicables 

tanto en tiempos de paz, como de guerra, e incluso y sobre todo, en tiempos de transición como 

es el caso del proceso de paz en Colombia. 

 

 

Hacen parte de estos avances, los documentos embrionarios recogidos en los llamados 

principios de Joinet (Joinet, 1997), que son fundamentales para que las víctimas sean 

reconocidas como sujetos de derecho, según la Comisión Colombiana de juristas (2007) 

(Comisión Colombiana de Juristas (CCJ), 2007). 

 

 

Estos principios se traducen en los siguientes cuatro; 
 
 
 
 

1. El derecho a saber 

 
2. El derecho a la justicia 

 
3. El derecho a obtener reparación 

 
4. El derecho a que no se repitan las violaciones. 
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Y como contraprestación, y por analogía queda establecido que estos derechos implican 

la asunción de parte de los Estados de cuatro grandes obligaciones en favor de las víctimas, por 

la violación de sus derechos humanos, aplicables en escenarios de transición: 

 

 

1. Satisfacción del derecho a la verdad 

 
2. Satisfacción del derecho a la justicia 

 
3. Satisfacción del derecho a recibir una reparación 

 

4. La adopción de reformas institucionales y garantías de no repetición (2014), (Fundacion Ideas 

con Paz, 2014). 

 

 

1.1.1 Contexto colombiano – Constitución, Ley, Jurisprudencia y Doctrina. 
 
 
 

 

Entramos a mirar los desarrollos del concepto de victima en el ordenamiento jurídico 

colombiano, aunado al concepto de reparación y justicia después de la promulgación de la 

Constitución Política de 1991. 

 

 

La norma constitucional, agregó a la producción de la normatividad jurídica interna, la 

urgencia y la necesidad de la protección efectiva de los derechos humanos, como elemento 

indispensable para la creación, interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico, 

incluyendo el ámbito penal. 

 

 

Así, el Congreso de la República por medio del Acto Legislativo No. 3 de 2002, reformó la 

Constitución Política de 1991, y cambió la naturaleza del proceso penal, que pasó de ser 
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inquisitivo a acusatorio, y crea nuevas figuras como la del juez de control de garantías para la 

efectividad de los derechos del imputado, además de rescatar el concepto de víctimas, y 

convertirlas en las “protagonistas principales del Sistema Penal a través de su intervención activa 

y des formalizada en los procesos, y otorgarles garantías para la búsqueda de una respuesta 

efectiva y real de las necesidades y expectativas que surgieran como consecuencia de la comisión 

de conductas punibles”, Sampedro, (2010, pág. 64). 

 

 

Si se analiza el concepto de víctima establecido en el código de Procedimiento Penal 

actual, artículo 132), se establece que hay una abierta inclinación a seguir los parámetros 

desarrollados por las teorías de la victimología, como por ejemplo, el reconocimiento de sujeto 

de derechos de forma independiente a la identificación, individualización y derechos del sujeto 

activo del delito. 

 

 

Se trata de una muestra de adhesión, a instrumentos internacionales de derechos humanos 

y por ende a valores, principios y normas desarrollado por la Constitución Política de 1991. Su 

objetivo era el de lograr el cumplimiento de los fines del Estado, propuestos en el artículo 

segundo que establece que el estado debe garantizar, la vida, los derechos las libertades y las 

creencias de los ciudadanos. 

 

 

Sobre éste particular el autor Sampedro (2010, pág. 78) señala que el Código de 

Procedimiento Penal de 2004 le da a las víctimas, “la oportunidad de ser reconocidas como 

sujetos portadores de derechos que tienen que ser garantizados por el Estado y por la 

sociedad, como forma de restablecimiento su buen nombre y su honra”. 
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JUSTICIA TRANSICIONAL – EVOLUCIÓN HISTORICA 
 
 
 

 

Con la expedición de la Ley 975 de 2005, o “Ley de Justicia y Paz” se produce una 

regulación penal especial en los objetivos de la reincorporación de los miembros de los grupos 

armados organizados al margen de la ley, y así lo anota Mora Insuasty (2008, págs. 21-22): “esta 

ley en su artículo quinto reconoció a la víctima individual o colectiva de actos delictivos 

realizados por miembros de grupos armados al margen de la ley en dos categorías: fuerzas 

armadas y sus familias”. 

 

 

Para Mora (2008) existen dos clases de víctimas; directas indirectas. Las primeras 

incluyen a miembros de la fuerza pública victimas del actuar delictivo de grupos al margen de 

la ley que “provocaron lesiones transitorias o permanentes expresadas en discapacidades físicas, 

emocionales, o sensoriales, auditiva o visual; o sufrimiento emocional; o pérdida financiera; o 

menoscabo de sus derechos humanos” , y víctimas indirectas, como el cónyuge, compañera o 

compañero permanente, y familiares en primer grado de consanguinidad y único civil de 

víctimas asesinadas o desaparecidas; y el cónyuge, o compañera o compañero permanente, y 

familiares en primer grado de consanguinidad y/o único civil de miembros de las fuerza pública. 

 

 

No obstante, cuando el concepto de víctima y su ámbito de protección adquiere mayor 

relevancia en el ordenamiento jurídico colombiano, fue cuando se expidió la ley 1448 de 2011, 

cuando se empieza a considerar víctimas a las establecidas en el artículo 3 que señala que 
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“Victimas es colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de 

enero de 1985, a casa del conflicto interno”. 

 

 

Muy a pesar de la promulgación de las leyes y decretos esbozados, ha habido 

resistencias a regular la condición de las víctimas de acuerdo con los lineamientos 

internacionales debidamente aceptados mediante tratados y por ende obligatorios por el Estado 

colombiano; el momento de la ratificación de los instrumentos internacionales de derechos 

humanos, en el Congreso Colombiano siempre muestra enormes diferencias entre los que 

apoyan y los que muestran las incoherencias entre el sistema internacional y las condiciones 

propias de un Estado en crisis de Derechos Humanos, no solo a raíz de los conflictos internos y 

el actuar grupos de guerrilla y paramilitares que han atentado contra ellos, sino a causa del 

desconocimiento de los principios y los valores del estado social de Derechos que la 

constitución promulga en favor de las comunidades enteras. 

 

 

Ley 1448 de 2011, y el reconocimiento de las víctimas 
 
 
 
 

La nueva norma para la justicia transicional o ley de restitución de Tierras, y de encuadre 

al proceso de paz entre la guerrilla de las FARC y el gobierno colombiano, en su artículo 3, le da 

un enfoque absolutamente distinto al concepto de desplazado de la ley 387 de 1997, para 

llamarlo víctima y hacerlo acreedor a derechos de reclamo de tierras originarias y reparación 

integral. 
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La ley de restitución de tierras en su artículo 3 señala que para los efectos de esa ley La 

condición de víctima se adquiere con independencia de que se individualice, aprehenda, procese 

o condene al autor de la conducta punible y de la relación familiar que pueda existir entre el 

autor y la víctima y que se considera como tales a: aquellas personas que individual o 

colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, 

como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 

graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión 

del conflicto armado interno. 

 

 

La ley igualmente señala que también son víctimas el cónyuge, compañero o compañera 

permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil 

de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A falta 

de estas, lo serán los que se encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente. Y las 

personas que hayan sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para 

prevenir la victimización. “Cuando los miembros de la Fuerza Pública sean víctimas, su 

reparación económica corresponderá por todo concepto a la que tengan derecho de acuerdo al 

régimen que les es aplicable. De la misma forma, tendrán derecho a las medidas de satisfacción 

y garantías de no repetición señaladas en la presente ley. 

 

 

En su parágrafo 2 señala que “Los miembros de los grupos armados organizados al 

margen de la ley no serán considerados víctimas, salvo en los casos en los que los niños, niñas o 

adolescentes hubieren sido desvinculados del grupo armado organizado al margen de la ley 

siendo menores de edad”. Y que para los efectos de la ley, el o la cónyuge, compañero o 
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compañera permanente, o los parientes de los miembros de grupos armados organizados al 

margen de la ley serán considerados como víctimas directas por el daño sufrido en sus 

derechos en los términos del presente artículo, pero no como víctimas indirectas por el daño 

sufrido por los miembros de dichos grupos. 

 

 

La ley no considera víctimas a los que sufren daños en sus derechos como consecuencia 

de actos de delincuencia común. 

 

 

Las Promesas de la justicia transicional de la ley 1448 de 20111 
 
 
 
 

La ley establece expresamente como principios, la verdad la justicia la reparación la no 

repetición y la memoria que son un conjunto de medidas en favor de los sujetos que han 

padecido las amenazas de las violaciones sus derechos por parte d los grupos al margen de la ley 

que en virtud de la norma ha sido llamado conflicto interno. 

 

 

Las personas consideradas víctimas por hechos ocurridos antes del 1° de enero de 

1985 tienen derecho a la verdad, medidas de reparación simbólica y a las garantías de no 

repetición previstas en la presente ley, como parte del conglomerado social y sin necesidad de 

que sean individualizadas. 

 

 

Igualmente la ley señala que las llamadas víctimas, en ningún caso podrán presumir 

haber sido reconocidas como grupo político; grupos terroristas y/o armados ilegales, que hayan 

ocasionado el daño al que se refiere como hecho victimizante la presente ley, en el marco del 
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Derecho Internacional Humanitario y de los Derechos Humanos, de manera particular de 

lo establecido por el artículo tercero 3º común a los Convenios de Ginebra de 1949. 

 

 

La ley señala que las competencias y funciones que en virtud de la Constitución, la ley 

y los reglamentos le corresponde a las Fuerzas Armadas de combatir otros actores criminales 

segura vigentes. 

 

 

Vemos pues que en el contexto de las violencias generadas por grupos y conflictos 

armados internos tratan de diezmarse con la promulgación de la Ley 1448 de 2011 y sus decretos 

reglamentarios. La ley tiene como propósito establecer un conjunto de medidas judiciales, 

administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas de 

las violaciones de derechos humanos y el derecho internacional humanitario. No obstante según 

el Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz-INDEPAZ, 2008, pág. 1, dichos objetivos, 

presentan problemas de invisibilidad para las víctimas y sus derechos en los procesos judiciales. 

La ley de víctimas y restitución de tierras en su amplio concepto de víctima incluye las siguientes 

características: 

 

 

A. reconoce como víctimas a las que han padecido “el conflicto armado interno” entre 

guerrilla y estado colombiano. 

 
B. No condiciona el reconocimiento de la calidad de víctima del conflicto armado interno a 

la individualización, aprehensión, investigación, juzgamiento y sanción del perpetrador; o 

a los posibles vínculos familiares que haya entre la víctima y su victimario. 
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B. Reconoce la condición de víctima del conflicto armado interno a aquellos que fueron 

lesionados por hechos ocurridos entre el primero de enero de 1985 y la expedición de la ley; no 

cobija a víctimas de delitos comunes. 

 
C. Reconoce medidas de satisfacción colectivas y las garantías de no repetición de los hechos 

violatorios de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario a víctimas de 

hechos anteriores al primero de enero de 1985. 

 
D. Establece que el reconocimiento de la calidad de víctima del conflicto armado interno y sus 

derechos a verdad, justicia, reparación, no repetición y memoria, no constituye reconocimientos 

políticos a grupos armados al margen de la ley. 

 
E. Diferencia y reconoce la existencia de víctima directas e indirectas; las directas son aquellas 

que individual o colectivamente ha sufrido daños por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 

1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o violaciones 

graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, con ocasión del 

conflicto armado interno; e indirectas las que han sufrido daño al intervenir o asistir a víctimas 

en peligro o para prevenir su victimización. A los menores de edad reclutados por grupos ilegales 

que se desvinculen siendo menores de edad; al cónyuge, compañera o compañera, o parientes de 

miembros de grupos armados ilegales, por el daño causado en sus derechos. 

 
G. Mantiene el régimen especial de reparación económica de la fuerza pública cuando la víctima 

directa es uno de sus miembros; la ley reconoce derechos a medidas de satisfacción y garantías 

de no repetición y memoria. 

 
H. Reconoce como víctimas indirectas a cónyuges, compañeras o compañeros permanentes 

parejas del mismo sexo, y familiares del primer grado de consanguinidad y/o único civil; a falta 

de estos los ascendentes en segundo grado de consanguinidad, de las víctimas directas. 
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I. No reconoce como víctimas indirectas al cónyuge, compañera o compañero permanente o 

parientes de los miembros de grupos armados al margen de la ley, por los daños sufridos por un 

ex integrante de los grupos ilegales (Rodriguez, 2014). 

 

 

Las victimas en la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
 
 
 

 

No solo a propósito de la ley, la Corte Constitucional ha acogido un concepto amplio de 

víctima o perjudicado, al definirla como la persona ha sufrido un daño real, concreto y 

específico, cualquiera sea la naturaleza de éste y el delito que lo ocasionó. 

 

 

Según la Corte, el daño sufrido no necesariamente ha de tener carácter patrimonial, 

aunque se requiere que sea real, concreto y específico, y a partir de su constatación se determina 

la legitimidad para participar en el proceso penal y buscar la verdad y la justicia, además de 

poder reclamar reparación. 

 

 

Mediante Sentencia C 250 de 2012, la Corte Constitucional, señala que “no se ajustan a la 

Constitución las regulaciones que restringen de manera excesiva la condición de las víctimas y 

excluyen categorías de perjudicados sin fundamento en criterios constitucionalmente legítimos”, 

lo que significa que el enfoque de víctimas a veces es amplio y a veces es excluyente con 

fundamento en los siguientes planteamientos. 

 

 

I) Habla de víctimas directas: quienes sufrieron el daño desplazados forzados o 

secuestrados. 
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II) Habla de víctimas indirectas: familiares consanguíneos. 

 

III) Establece régimen especial para las víctimas de las fuerzas armadas. 

 

IV) 

 
 

Excluye el tratamiento de victimas a miembros armados de la ley 

menor de edad. 

 
 

a menos que sea 

 

V) Incluye familiares de miembros armados de la ley. 
 
 
 

 

Según Rodríguez (2014) el concepto de victima tiene un carácter meramente operativo en el 

marco de la justicia transicional; su función es delimitar el universo de las víctimas mediante la 

creación de requisitos de naturaleza temporal o referida al hecho victimizante para poder 

acceder a los beneficios consagrados en la Ley. Esta definición ha sido encontrada compatible 

con los principios constitucionales (Andes, 2013). 

 

 

Al referirse puntualmente al concepto de víctima desarrollado por la Ley 1448 de 2011, 

señala que contempla dos categorías, la de víctimas directas, esto es, las que de manera personal 

hayan sufrido el daño de cuya reparación se trata, y la de víctimas indirectas, referida a 

familiares o personas próximas a las víctimas directas. Resalta entonces que en razón a su 

inherente diferencia, esas dos categorías son susceptibles de diverso trato normativo, por lo cual 

no resulta válido aspirar a que ambas gocen exactamente de los mismos derechos (Sentencia 

052, 2012). 

 

 

En mayo de 2013, la Corte Constitucional amplió la definición de víctima establecida en la 

ley 1448, para incluir a aquellas personas desplazadas forzosamente por el accionar armado de 

las denominadas “bandas criminales”, así como por desmovilizados de grupos armados al 
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margen de la ley que hayan reincidido en conductas voluntarias de derechos. Según el alto 

tribunal las víctimas de estos grupos también deben ser beneficiados por las medidas de atención, 

asistencia y reparación integral consagrados en la norma. 

 

 

1.1.2 Víctimas directas y Víctimas indirectas. 
 
 
 

 

Analizaremos la clasificación de lasa víctimas y las características de unas y otras para 

determinar sus derechos y sus prerrogativas jurídicas. 

 

 

Como en el ordenamiento jurídico se hace la clasificación diremos que las víctimas 

directas incorporan reflexiones semejantes en torno al criterio según el cual la afectación de la 

familia inmediata se presume en los casos en que el principal afectado hubiere muerto o 

estuviere desaparecido. 

 

 

La regla busca proteger la unidad familiar y a cada uno de sus miembros toda vez que el 

dolor de la pérdida de los seres queridos ocasiona traumas y daños permanentes, no solo 

económicos sino morales y de vida en común económica, familiar y social. 

 

 

Las llamadas víctimas directas, son aquellas que deben estar en la posibilidad de 

reclamar los propios derechos de la amenaza y el daño y su consecuente dolor y perdida, deben 

ser las primeramente reparadas e indemnizadas, antes que cualquiera otra persona. 
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Fragmentos de decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, son 

esbozadas por reclamantes victimas que buscan reparación y a través de las cuales se han 

ordenado indemnizaciones a favor de aquellos a los que el tribunal denomina genéricamente 

“partes lesionadas”. Para la Corte, el concepto de víctimas directas incluye parientes que de 

otra manera resultarían excluidos en aplicación de las normas cuestionadas. Resalta que en este 

ámbito lo importante es el grado de efectiva afectación sufrido por cada una de los sujetos, 

resultando secundario el grado de parentesco entre estas y la víctima directa. 

 

 

De las pautas contenidas en normas debatidas se desprende que considerar víctimas a 

personas distintas a quienes por sí mismas hubiera sufrido algún tipo de daño como resultado 

de las acciones u omisiones, es ciertamente eventual, pues depende de la ocurrencia de muertes 

o desapariciones de víctimas directas. En lo que atañe a los familiares de ésta de quienes ese 

derecho se predica en caso de cumplirse tal condición, no bastará tampoco la acreditación de 

cualquier tipo de parentesco, pues los beneficios establecidos por esta ley sólo alcanzarán a los 

sujetos expresamente previstos en la norma acusada. 

 

 

Es claro entonces que las restricciones respecto del alcance de las reglas contenidas en 

los incisos 2° del artículo 3, se cuestiona una presunta inconstitucionalidad. A partir de lo 

explicado en relación con la regla contenida en el inciso 1°, debe anotarse que si ocurre un daño 

de cualquier naturaleza este es requisito fundamental para que un sujeto sea reconocido como 

víctima; resulta incluso difícil imaginar situaciones en las que una persona que se ha visto 

afectada por un determinado hecho previsto en normas, dirigido contra ella o contra sus 



31 
 

 

familiares, en justicia significa ser admitido como víctima, y no poder lograr su reconocimiento 

conforme el precepto constituiría una violación grave de sus derechos. 

 

 

Como ya se dijo, el segundo inciso del artículo 3°, amplia el universo de las personas 

consideradas víctimas al contemplar una situación diferente en la cual, incluso quien no hubiere 

demostrado haber sufrido daño a consecuencia del hecho, podría ser admitido como tal, aunque 

si se exigen dos criterios la cercanía familiar cónyuge, pareja o pariente en primer grado, y la 

circunstancia de que la llamada víctima directa se le hubiere dado muerte o estuviere 

desaparecida como consecuencia del hecho victimizante. 

 

 

Al comparar distintas situaciones reguladas por los incisos 1° y 2° del artículo 3°, la 

Corte encuentra que ambas reglas conducen a un mismo resultado, la consideración de 

víctimas, y el acceso pleno a los beneficios desarrollados por la Ley 1448 de 2011, aunque por 

distintos caminos. El primero de ellos requiere acreditar un daño sufrido por la víctima como 

consecuencia de algunos hechos, el segundo, exige la existencia de un parentesco, además de la 

circunstancia de que a la víctima directa se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida, lo 

que permite presumir el daño. 

 

 

Subraya la Corte que en las presunciones establecidas en los incisos 2 y 5 del artículo 5 

se incluyen elementos definitorios referentes a la configuración de ciertos tipos penales. Así, el 

inciso 2 exige la condición de víctima familiar, se concreta cuando la “víctima directa” “ha 

muerto o está desaparecida”, es decir, que los familiares se tendrá como víctimas solo en tales 

supuestos. Este asunto podría ser interpretado en el sentido de que los familiares, aun en el 
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primer grado establecido en la norma, no se consideran víctima si un familiar no ha muerto 

o desaparecido. 

 

 

La interpretación limita de manera excesiva el concepto de víctima a tal punto de excluir 

de esa condición y, por ende del goce de derechos constitucionales propios de esas víctimas a 

familiares de secuestrados que aun habiendo sufrido lesiones graves, torturas, o desplazamiento 

forzoso, no tendrían derecho a reparación. También son víctimas directas los afectados por 

delitos distintos, que no necesariamente necesitarían demostrar muerte o desaparición. La 

exclusión se revela especialmente como gravosa en los casos en los que los delitos recaen sobre 

familias enteras, como sucede con el desplazamiento forzado; víctimas directas aun estando 

vivas sufren daños psicológicos, y se rehúsan a hacer valer para sí misma derechos, como sería 

el caso de la tortura. 

 

 

Para la Corte las víctimas que demuestren haber sufrido daño real, concreto y específico, 

así como los familiares que cumplan requisitos probatorios, podrán hacer valer sus derechos, 

aunque la ley de víctimas en su artículo 92, excluye a los perjudicados con otros delitos, de su 

derecho a obtener garantías de reparación. La regulación resulta contraria a la concepción amplia 

de los derechos de las víctimas adoptados por la jurisprudencia, que incluyen a todos los titulares 

de prerrogativas de derechos a la verdad, justicia, reparación a todos los perjudicados por daño 

real, cierto y concreto. Es contraria a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos considerar como perjudicados solo a las víctimas directas y a sus familias. Es 

restrictiva frente a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado que 

desarrollan la tesis del carácter personal del perjuicio conforme la cual, para demandar 
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reparación no se exige ningún otro requisito distinto al de que el demandante haya sufrido 

perjuicios. 

 

 

La regla del artículo 2341, del Código Civil sobre reparación, no limita la acción de 

responsabilidad a los parientes de la víctima, mucho menos a la víctima directa; más bien les da 

derecho de indemnización a todos aquellos “a quienes el delito o la culpa les haya inferido daño” 

 

 

La Corte Constitucional con fundamento en las mismas razones expuestas declara la 

inexequibilidad del inciso 2° del artículo 102 de la ley de víctimas, porque limita el derecho a 

solicitar reparación pecuniaria en el incidente de reparación integral a la víctima directa, sus 

herederos, sucesores o causahabientes. No obstante que se trata de una expresión que amplía el 

ámbito de aplicación previsto en el artículo 92 a los herederos, sucesores o causahabientes, 

restringe frente al estándar constitucional del numeral 6° del artículo 250 en materia de 

restablecimiento y reparación integral que se consagra a favor de “los afectados por el delito”. 

 

 

La posición de la Corte está acorde con los precedentes y con decisiones que conforme 

los derechos de justicia, verdad y reparación integral predica que víctimas y perjudicados con 

delitos que demuestren daño cierto, real y concreto originado en conductas punibles, tienen 

derecho a ser reparados. La demostración del daño cierto consecuencia del delito, y no la 

condición de damnificado o el parentesco, es lo que determina su calidad de víctima o 

perjudicado y por ende la titularidad de los derechos. 
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Así vemos que el pronunciamiento se concreta en el alcance del concepto de víctima; la 

Corte declara inexequibles las expresiones: de “directo” referida al daño del artículo 132, la de 

“directa” referida a la víctima de los incisos primero y segundo del artículo 92, y el inciso 

segundo del artículo 102 de la Ley 906 de 2004.” Cuando hablamos de víctima indirecta 

hacemos referencia al ámbito interno de la persona que no es sujeto pasivo de daño directo, pero 

sí perjurado: “se trata de personas vinculadas, generalmente, por líneas de parentesco o por 

relaciones familiares con la víctima directa como es el caso del cónyuge o compañero o 

compañera permanente, o de los parientes de la víctima directa. 

 

 

1.1.3 Derechos y prerrogativas de las víctimas en general. 
 
 
 

 

Toda victimas en general por mandato legal, tendrá derecho a prerrogativas de 

reconocimiento y atención integral bajo el presupuesto de acreditar su condición de tal por 

cualquier medio probatorio, no sin antes inscribirse en el registro público destinado para este fin. 

El Decreto 4800 de 2011, en su artículo 5, establece medidas con enfoque humanitario, de 

desarrollo humano, de seguridad de derechos humanos y transformador. Para gozar de estos 

beneficios la victima tiene como obligación general inscribirse en el registro Único y podrá 

acceder a medidas de asistencia, atención y reparación integral. El propósito es orientar cambios 

en las condiciones de vida que permitieron la victimización, contribuir con la eliminación de 

esquemas de discriminación y evitar nuevas marginalidades que induzcan a la revictimización 

Las medidas de asistencia, atención y reparación integral están diseñadas así: 
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a. ayuda humanitaria, asistencia en salud y educación y apoyo funerario. 

 

b. estabilización socioeconómica, entre ellas empleo urbano y rural, así como retornos y 

reubicación para víctimas de desplazamiento forzado. 

 
c. restitución de tierras, vivienda, flexibilización de pasivos, acceso a créditos, d - 

indemnización por vía administrativa, medidas de rehabilitación y satisfacción, prevención, 

protección y garantías de no repetición. 

 

 

La Ley de Víctimas y su Decreto 4800 de 2011, artículos 87 a 90 establece cuatro 

modalidades de asistencia y atención: 

 

 

a. salud a víctimas que se identifiquen como no afiliadas al Sistema General de Seguridad Social 

en Salud; la afiliación se hará por la institución territorial a través de la entidad Promotora de 

Salud del Régimen Subsidiado. Incluye el pago de servicios de asistencia médica, quirúrgica y 

hospitalaria no cubiertos con anteriores afiliaciones. Corren por cuenta de la Ley de víctimas, del 

Ministerio de Salud y Protección Social y el Fondo de Solidaridad y Garantías – FOSYGA. El 

Ministerio diseña un Protocolo de Atención Integral con enfoque psicosocial y diferencial, que es 

aplicable a las víctimas, debidamente identificadas dentro del Sistema de Salud por un código 

especial que facilite atención rápida y diferencial. 

 

 

b. Asistencia en educación por mandato del decreto 4800 de 2011, articulo 91 - 96: las víctimas 

tendrán acceso gratuito a todos los momentos del ciclo educativo durante la primera infancia, 

pre-escolar, básica y media, en instituciones oficiales. Para promover su permanencia en el 

sistema, las secretarías de educación en departamentos y municipios gestionan recursos para 
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implementar las estrategias como entrega de útiles escolares, transporte, uniformes. Los 

adultos iletrados serán priorizadas por el Programa Nacional de Alfabetización. Todas las 

víctimas tendrán prioridad en admisión y matrícula para educación superior en instituciones 

oficiales, en el marco de su autonomía y en líneas y modalidades especiales de crédito del 

ICETEX. Se contará con orientación ocupacional por parte del SENA. 

 

 

c. Asistencia funeraria por mandato del decreto 4800 de 2011, articulo 97 – 101: se refiere a que 

familiares de víctimas que hayan muerto o estén desaparecidas y no cuenten con recursos 

recibirán los gastos. Se trata de gastos funerarios, de desplazamiento, hospedaje y alimentación 

durante procesos de entrega de cuerpos o restos. Estará a cargo de entidades territoriales. 

 

 

d. Ayuda humanitaria - Para víctimas de hechos diferentes al desplazamiento la Ley prevé 

ayudas inmediatas que corren por cuenta de las entidades territoriales que deben ayudar a las 

víctimas por un mes prorrogable por uno adicional en el que les brinda alimentación, aseo 

personal, abastecimiento de utensilios de cocina, atención médica y psicológica y transporte de 

emergencia, además de alojamiento transitorio según el decreto 4800 de 2011, articulo 102. 

 

 

La Unidad de Víctimas suministra por una sola vez ayuda humanitaria de emergencia, y 

tiene como parámetros los siguientes, establecidos en salarios mínimos legales vigentes: 

 
- Si hay afectación de bienes: hasta dos salarios mínimos 

 

- Si hay heridas leves con incapacidad mínima de treinta días: hasta dos salarios mínimos por 

persona. 

 
- Si hubo secuestro: hasta dos salarios mínimos por hogar 
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2. Medidas de Reparación Integral 
 
 
 

 

Es necesario hacer la delimitación conceptual y determinar la noción de Reparación Integral, 

entendiéndose como un deber del Estado y un derecho de las víctimas y afectados por las 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario y/o las violaciones graves y manifiestas a los 

Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. Quien ha sufrido daño 

severos en su vida, integridad, patrimonio, proyecto de vida personal, familiar y laboral. 

 

 

Para la Unidad de víctimas, la Reparación Integral comprende un conjunto amplio de 

medidas reconocidas como indispensables para lograr un goce efectivo de derechos, que se 

implementan teniendo en cuenta las necesidades reales de las víctimas (Unidad de Victimas, 

2013). Propende por el reconocimiento del daño y contribuir con la transformación de los 

proyectos de vida, dependiendo del sufrimiento particular, de la visión del entorno, y garantiza el 

goce efectivo de derechos. Se trata de mediadas que promueven medidas judiciales, 

administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas del 

conflicto interno, en un marco de justicia transicional. Se busca el acceso y goce efectivo del 

derecho a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición según la (Comisión 

Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), 2011). 

 

 

La reparación Integral Individual está dirigida a las víctimas del conflicto armado, y dijimos 

anteriormente la definición de victima en la Ley 1448 de 2011, que son todos aquellos que 

individual o colectivamente han sufrido daño por hechos de grave violación a normas 

internacionales de Derechos Humanos y/o infracciones al Derecho Internacional Humanitario en 
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el marco del conflicto armado; el termino parte del 1 de enero de 1985. Si se trata de restitución de 

tierras el término de acuerdo con situaciones presentadas a partir del 1 de enero de 1991. 

 

 

El artículo 149 del decreto 4800 de 2011 establece reparación para víctimas afectadas por 

delitos de: homicidio, desaparición forzada, secuestro, lesiones personales, tortura, delitos contra 

la libertad e integridad sexual, reclutamiento forzado de menor de 18 años y desplazamiento 

forzado; igualmente tienen derecho a restitución de tierras quienes hayan sufrido despojo o 

abandono forzado de tierras. 

 

 

Las medidas están cimentadas en el marco de la ley y se trata de atención, asistencia y 

reparación integral a la víctima. La ley establece atención y ayuda humanitaria en diferentes 

momentos del proceso pasando por el reconocimiento de la condición, hasta la dignificación y 

materialización de sus derechos constitucionales propiciando la reconstrucción de su proyecto 

de vida. 

 

 

Estas medidas requieren de acciones estatales, que estarán en cabeza de instituciones públicas 

encargadas de hacerlas efectiva, para cumplir con sus propósitos, y guarda relación con el trabajo 

propuesto, con la realización de los derechos, con la eficacia y con la satisfacción de medidas de 

reparación integral. Según la ley, y para implementar estas medidas, “se contempla un gran 

andamiaje institucional a través de la creación del Sistema Nacional de Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas integrado por parte de entidades públicas de distintos niveles administrativos 

y territoriales, divididos en dos instancias: Un Comité Ejecutivo para la Atención, y Reparación 

Integral, encargado de la dirección, el diseño y la adopción de políticas, 
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estrategias, planes, programas y proyectos para su implementación; y una Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral que reemplaza la CNRR; es la 

encargada de coordinar la actuación de las entidades que integran el Sistema en lo referente a la 

ejecución e implementación de la política de atención, asistencia y reparación integral”, según el 

(Ministerio del Interior y de Justicia., 2011). 

 

 

La denominada ley de víctimas o ley 1448 de 2011, tiene relevancia nacional, según 

actores internacionales en la medida que destaca seis elementos fundamentales: 

 

 

1. El reconocimiento de un conflicto armado interno. 

 

2. El reconocimiento de las víctimas del conflicto independiente de su victimario ya guerrilla, ya 

paramilitares, ya agentes del Estado. 

 
3. Fortalecimiento de la obligación del Estado de darles protección. 

 
4. Entendimiento de la reparación integral más allá de la indemnización económica. 

 

5. Establecimiento de medidas individuales y colectivas para la búsqueda de la verdad, la justicia 

y la reparación. 

 
6. El establecimiento de medidas con enfoque diferencial para mujeres, niños y niñas según la 

Fundación Ideas para la Paz (2014). 

 

 

De acuerdo con la norma, las medidas dirigidas a las víctimas se fundamentan en 

principios rectores tales como dignidad, igualdad, garantía de debido proceso, respeto mutuo 

y buena fe, y adicionalmente en principios específicos como justicia transicional, condenas en 
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subsidiariedad, enfoque diferencial, participación conjunta, gradualidad, sostenibilidad, 

prohibición de doble reparación y compensación, y publicidad. 

 

 

En cuanto al derecho a la reparación integral del daño que ha tenido que soportar con 

ocasión del conflicto y como resultado de la violación grave al Derecho internacional 

humanitario y/o a los derechos humanos, presenta según Suarez Gutiérrez (2013, pag 85), dos 

dimensiones muy importantes, una individual y otra colectiva. 

 

 

Así, las medidas de reparación integral individuales y colectivas se definen de acuerdo con los 

parámetros de aplicación en Colombia de la siguiente manera. 

 

 

2.1 Reparación Integral Colectiva. 
 
 
 

 

Consiste en la implementación de medidas dirigidas a grupos clasificados con características 

propias, y se tiene en cuenta el impacto grave de los hechos sobre los miembros del grupo, así 

como la adopción de reparaciones por violación de derechos colectivos. Van dirigidas a reparar 

el menoscabo de los derechos ocasionados con la violación grave y manifiesta de derechos; y el 

impacto de la violación de derechos individuales según el Ministerio del Interior de la Unión 

europea (2011). La reparación integral desde una dimensión colectiva abarca todas las medidas 

necesarias para restaurar, indemnizar o readaptar derechos colectivos de comunidades víctimas 

del conflicto de manera directa (Suarez Gutiérrez, 2013). 
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Tienen derecho a la Reparación Colectiva en términos de la Ley 1448 de 2011 y el 

decreto 4800 de 2011, los colectivos que por causa del conflicto han sufrido daños 

ocasionados por violación de derechos colectivos, derechos individuales y han causado 

impacto colectivo. Como sujetos colectivos según la Unidad de Victimas (2013): 

 

 

a. Las comunidades 

 
b. Las organizaciones sociales y políticas 

 
c. Los grupos sociales y políticos 
 
 

       Aunque Caro Benitez y Garcia Watts (2013)  plantean que “Las víctimas del conflicto 

armado deben mirarse como hombres y mujeres individuales con una identidad autónoma al 

igual que los civiles no afectados por el conflicto, no se les debe sobreproteger solo debe el 

estado ayudarlos a superar la situación de vulnerabilidad en que se encuentran para dejarlos en el 

mismo estado de reconocimiento social que tienen los demás ciudadanos colombianos; la ley de 

víctimas en su texto normativo habla de preferencias. Pero por qué preferencias si estos 

ciudadanos tienen el mismo derecho y autonomía social que los demás”1. 
 

 

 

 

2.2 Reparación Integral Individual 
 
 
 

 

Ya en el ámbito individual se define como reparación integral la que hace referencia a todo 

daño que tuvo que soportar la víctima. Se trata de un conjunto de medidas tendientes a remediar, 

mitigar y resarcir daños individuales causados por violaciones a Derechos Humanos en el 

conflicto armado. 

 

 

                                                      
1 Caro Benítez, M., García Watts, J. C. (2013) Ley de víctimas y restitución de tierras. Un desafío al reconocimiento 

de los principios de verdad, justicia, reparación y no repetición. (Y. Carrillo De la rosa, Ed.) Revista Mario Alario 

D'filippo V (10), págs. 99-107 
  

 



La Reparación Integral Individual tiene según Suarez Gutiérrez (2013), cinco componentes: 
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Restitución, indemnización, garantías de no repetición, satisfacción y rehabilitación. La 

Reparación Integral Individual hace parte de la ruta de atención, asistencia y reparación 

diseñada por la Unidad para las Víctimas (2016), SNARIV. 

 

 

El componente de reparación busca hacer acompañamiento en el acceso a las medidas en 

coordinación de esfuerzos con instituciones, entidades y organizaciones que hacen parte del 

Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral y comprende cinco medidas específicas de 

reparación que según Prada (2012), se traducen en los siguientes Derechos: 

 

 

A - restitución de tierras. 
 
 
 
 

a. Indemnización administrativa. 

 
b. Rehabilitación, 

 
c. Satisfacción 

 
d. Garantías de no repetición. 

 
 
 

 

Estas medidas han sido reconocidas como dimensiones de derechos en sentido 

individual exigibles por las víctimas, para cumplir con los propósitos de materializar la 

dignidad de las víctimas. 



 

 

Se procederá en el siguiente acápite a hacer la delimitación de cada una de las medidas 

que se asemejan a derechos según la ley 1448 de 2011: 
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2.2.1 Indemnización. 
 
 
 
 

Es concebida como reparación administrativa, y consiste en darle a la víctima un monto 

de dinero que depende del hecho victimizante que ha sufrido individualmente; su fin primordial 

 

 

es colaborarle a la víctima para que junto con su familia mejore su calidad y su proyecto de vida, 

y logren superar el estado de indefensión en que se encuentra. 

 

 

El gobierno nacional reglamentó el procedimiento, los mecanismos, los montos y los 

demás lineamientos para otorgar las indemnizaciones por la vía administrativa, así como los 

lineamientos que contribuyan a superar el estado de vulnerabilidad de la víctima o su 

núcleo familiar, como lo señala, (Guerrero, 2016). 

 

 

Incorpora la creación de un programa masivo de indemnizaciones administrativas y 

establece que las víctimas pueden acceder a montos superiores de indemnización a los 

establecidos en el Decreto 1290, si suscriben un Contrato de Transacción para no demandar 

al Estado, según el dicho de la (Comision Nacional de Reparación y Reconciliación, 2011). 



 

 

La USAID, Agencia Internacional de los estados Unidos, para el desarrollo y la 

Organización Internacional de las migraciones (2012), considera que la prestación concedida a 

las víctimas es proporcional a la gravedad de la violación, a las circunstancias del caso y a los 

perjuicios que puedan ser avaluados económicamente. Los eventos que producen perjuicios  
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susceptibles de indemnización son entre otros: el daño físico o mental; la pérdida de 

oportunidades, en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; los daños 

materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; los perjuicios morales; y los 

gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos, y servicios 

psicológicos y sociales (USAID-Agencia de los EE.UU para el desarrollo Internacional y 

Organizacion Internacional de las Migraciones, 2012). 

 

 

2.2.2 Rehabilitación 
 
 
 

 

Está concebido el acto en virtud del cual, el Estado, no los victimarios, realiza acciones, 

estrategias, y programas tendientes a la recuperación de las víctimas del conflicto armado 

interno que sufren y han sufrido tanto de manera individual como colectiva traumas físicos y 

sicológicos a consecuencia del hecho victimizante. Estas actividades abarcan todas las 

vulneraciones de las personas o las comunidades; son para Suarez Gutiérrez, (2013) áreas 

jurídicas, médicas, psicológicas y sociales. La Ley 1448, señala son el “conjunto de estrategias, 

planes, programas y acciones de carácter jurídico, médico, psicológico y social dirigidos al 

restablecimiento de las condiciones físicas y psicosociales de las víctimas”, Congreso de la 

República de Colombia, (2011, p. 7). 



 

 

Así el Programa de atención y salud integral a víctimas crea medidas de Atención 

Psicosocial para atender las secuelas psicológicas que el conflicto ha dejado en las víctimas. 

Además, se prevé la rehabilitación física (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 

(CNRR), 2011) 

 
45 

 
 
 
 
 
 

 

2.2.3 Satisfacción 
 
 
 

 

Son para Guerrero (2016) acciones que proporcionan bienestar, contribuyen a mitigar el 

dolor de la víctima, restablecer su dignidad, difunden la verdad y divulgan la memoria histórica 

sobre el sufrimiento de las persona. En general se trata según Prada (2012) de propender por la 

búsqueda de la verdad, la reconciliación y la publicación de una memoria histórica. Se considera 

 

 

como una compensación moral que consiste en realizar todas las acciones tendientes a 

restablecer la dignidad de las víctimas y difundir la verdad sobre los hechos sucedidos. 

Proporcionan bienestar y ayudan a disminuir el dolor de las víctimas, haciéndolas participes y 

garantizando enfoques diferenciales, que se llevan a cabo a través del Plan Nacional de Atención 

y Reparación. 

 

 

Para Suarez Gutiérrez, (2013) entre las medidas de satisfacción encontramos: 

Reconocimiento público del carácter de víctima, realización de actos conmemorativos, 

reconocimiento y homenajes públicos o construcción de monumentos Públicos, cartas de 



dignificación por parte de la Unidad, en las que el Estado lamenta públicamente lo ocurrido y 

pone de manifiesto el compromiso con la reparación integral, exención del servicio militar 

obligatorio, búsqueda de desaparecidos, actos de perdón público, construcción de memoria 

histórica, como el día nacional de la memoria y solidaridad con las víctimas que es el 9 de abril y 

homenajes, conmemoraciones y monumentos a la memoria. . 
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2.2.4 Garantías de no repetición 
 
 
 
 

Estas, están asociadas al control de las fuerzas armadas y la seguridad. Son garantías de 

legalidad en los procedimientos civiles y militares, en el fortalecimiento de la independencia del 

poder judicial, en la protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria, 

el derecho a la información y otros conexos. Son medidas que buscan evitar que las violaciones 

de los Derechos Humanos vuelvan a ocurrir y dentro de ellas se encuentran: la implementación 

de programas de educación en Derechos Humanos, la derogatoria de leyes o normas que 

 

 

permitan o faciliten la violación de derechos humanos, programas de reconciliación; la 

participación de la comunidad internacional, y el sector privado en la generación de proyectos 

productivos es fundamental. Entre otras medidas se han establecido mecanismos de 

reparación en relación con los pasivos o deudas a fin de aligerar o aliviar las cargas derivadas 

de las obligaciones incumplidas a causa del conflicto armado 

 

 

2.2.5 Restitución 
 
 
 



 

La restitución busca restablecer los derechos humanos de las víctimas y debe ser 

transformadora frente a los daños ocasionados por hechos victimizantes y según la Unidad de 

Victimas (2014), busca restablecer los derechos dejando a la víctima en las mismas condiciones 

en las que se encontraba antes de sufrir el daño, según la ONU (1016). En general la restitución 

tiene dos perspectivas: como derecho y como medida de reparación en el marco de la justicia 

transicional. 

 

La justicia transicional no es un tipo especial de justicia, sino una forma de abordarla en época de 

transición desde una situación de conflictos de represión por parte del estado para tratar de 

conseguir la rendición de cuentas y la reparación de víctimas, varios países han implementado la 

aplicación de este instituto jurídico para superar períodos de conflictos como es el caso de 

Argentina, quienes después de la dictadura militar de 1976 a 1983 crearon la comisión nacional 

sobre la desaparición de personas CONADEP, logrando en su informe final con el título de 

“nunca más “ reconocieron haber contactado la desaparición de 8.960 personas y cuyas edades 

oscilaban entre los 21 y 35 años2. 

 
Un tema complejo porque materialmente no puede ejecutarse; muchas personas que 

han sufrido un daño a causa del conflicto eran pobres, y si se trata de dejarlos en las mismas 

condiciones la restitución no tendría sentido. 

 

 

Los muchos familiares asesinados, son imposibles de olvidar y la vida familiar nunca 

podrá sr la misma; por estas razones el concepto de restitución solo es posible dentro de una 

reparación simbólica Roldan (2915). La restitución de tierras, por ejemplo, la restitución de las 

viviendas, las garantías de retorno o la reubicación de los desplazados son medidas que debe 

 

 

                                                      
2  Calderón Sarmiento, G., Moreno Calderón, W. (2013) Estudio sobre la implementación del marco 
jurídico para la paz en Colombia. (Y. Carrillo De la rosa, Ed.) Revista Mario Alario D'filippo V (10), págs. 

108‐127 



estar ligadas a la formación y la generación de empleo según la (USAID-Agencia de los EE.UU 

para el desarrollo Internacional y Organizacion Internacional de las Migraciones, 2012). 

 

 

2.2.5.1 Restitución como medida de reparación 
 
 
 
 

Se trata del derecho de las víctimas que siendo propietarias o poseedoras de tierras, o 

explotadoras de baldíos, fueron directa o indirectamente, obligadas a abandonarlas; entre las 

fechas primero de enero de 1991 y la vigencia de la Ley 1448 de 2011; (de junio de 2011 a 10 de 

junio de 2021); También tienen derechos los cónyuges por hechos o amenazas que llevaron al 

otro al despojo o al abandono. Si el despojado fallece o se declara desaparecido, sus herederos y 

su conyugue o compañero permanente tendrán derecho a la restitución, según la (Unidad para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2016). 

 

 

Para la Corte Constitucional, el derecho a la restitución es considerado el derecho a la 

reparación integral del daño por violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos; es un 

derecho fundamental, no puede menos que afirmarse que el derecho a la restitución de los  

 

 

bienes de los desplazados, es un derecho fundamental y, por ende de aplicación 

inmediata. Es deber del Estado proteger los derechos de las víctimas de abandono, despojo o 

usurpación de bienes según las sentencias T-085 de 2009 y T-821 de 2007. 

 

 

El concepto de restitución es derecho fundamental teniendo en cuenta lo siguiente: 

derecho a la reparación integral del daño causado a víctimas de violaciones masivas y 

sistemáticas de derechos humanos es fundamental, y no puede menos que afirmarse que el 



 

 

derecho a la restitución de los bienes objeto de despojo constituye también un derecho fundamental 

ver sentencia T-085 de 2009 que señala: “El derecho a la restitución, dentro de la noción de 

reparación, comprende, “el derecho fundamental a que el Estado conserve su derecho a la 

propiedad o posesión y les restablezca el uso, goce y libre disposición de la misma…”. 

 

 

Como quiera que el abandono de la residencia es una característica del desplazamiento 

forzado, la primera medida a adoptar es la de salvaguarda, independientemente de los 

servicios sociales que el Estado está obligado a prestar, como la atención humanitaria y la 

estabilización socioeconómica”. “Las víctimas del desplazamiento forzado tienen el derecho 

fundamental a obtener la restitución y explotación de la tierra de la cual fueron privados y  

 

 

 

expulsados por situaciones de violencia que no estaban obligados a soportar; se 

desencadenó una vulneración masiva de sus derechos fundamentales”. 

 

 

De no ser posible la restitución plena, se deben adoptar medidas compensatorias, que 

tengan en cuenta no solo los bienes muebles que no se pudieron restituir, sino también todos los 

demás bienes para efectos de indemnización como compensación por los daños ocasionados. El 

derecho a la restitución demanda del Estado manejo integral y marcos de respecto y garantía de 

los derechos humanos, y constituye un elemento fundamental de la justicia retributiva. Es 

claramente un mecanismo de reparación y un derecho en sí mismo, autónomo e independiente 

en términos de la Sentencia C- 715 de 2012. 

 

 



2.2.5.2 Restitución como medida de reparación 
 
 
 

 

Bajo esta perspectiva, tenemos entonces que la restitución es un elemento fundamental 

de la justicia retributiva, y se atribuyen las características de ser un mecanismo de reparación y 

un derecho en sí mismo, autónomo, independiente del retorno, o la reubicación de la víctima. 

 

 

La jurisprudencia constitucional la ha definido como “restablecer o poner algo en el 

estado que antes tenía, es decir, para el caso de las personas víctimas de la vulneración de los 

derechos fundamentales, se trata de regresarlas a la situación en que se encontraban antes de 

la transgresión de sus derechos, ver sentencia T-979 de 2005. 

 

 

A efectos de analizar la reparación integral de las víctimas, resulta importante traer a 

colación lo señalado en la sentencia C-795 de 2014 en la que la Corte define la restitución como 

“facultad que tiene la victima despojada o que se ha visto obligada a abandonar de manera  

 

 

forzada la tierra, para exigir que el Estado le asegure, en la mayor medida posible y 

considerando todos los intereses constitucionales relevantes, el disfrute de la posición en la que 

se encontraba con anterioridad al abandono o al despojo”. 

 

 

En la sentencia C-820, 2012, se señalan los principios que deben orientar la política 

pública en materia de restitución: 

 

 

1 - La restitución debe entenderse como medio preferente y principal para la reparación de las 

víctimas al constituir un elemento esencial de la justicia restitutiva. 



 

 

2 - la restitución es un derecho en sí mismo, independiente de que las víctimas despojadas, 

usurpadas o que hayan abandonado forzadamente sus territorios, retornen o no de manera 

efectiva, 

 
3 - el Estado debe garantizar el acceso a una compensación o indemnización adecuada para 

aquellos casos en que la restitución fuere materialmente imposible, o la víctima de manera 

consciente y voluntaria optare por ello. 

 
4 - las medidas de restitución deben respetar los derechos de terceros ocupantes de buena fe 

quienes, de ser necesario, podrán acceder a medidas compensatorias. 

 
5 - la restitución debe propender por el restablecimiento pleno de los derechos, y la devolución a 

su situación en términos de garantías; también por la garantía de no repetición y la trasformación  

 

 

de las causas estructurales que dieron origen al despojo, la usurpación o el abandono de los 

bienes. 

 

 

El tratamiento del restablecimiento de bienes patrimoniales, debe enmarcarse en lo 

previsto en los principios rectores del Desplazamiento Interno, a saber, restitución de las  

 

 

Viviendas, Patrimonio de los Refugiados y los Desplazadas. La sentencia T-159 de 2011 

señala: “la política integral dirigida a la población desplazada debe tener un enfoque restitutivo 

que se diferencie claramente de la política de atención humanitaria y la estabilización 

socioeconómica. Así las cosas, debe quedar claro que el derecho a la restitución y/o a la 

indemnización es independiente del retorno y del restablecimiento. 



 

 

Ciertamente, no sólo como reparación sino como no repetición de hechos criminales que 

perseguían el despojo o el no retorno, debe garantizarse a todos los desplazados. La recuperación 

 
 

 

de los bienes independientemente de que las personas quieran o no residir en ellos es 

fundamental; pero si ello no es posible las víctimas tienen derecho a obtener la entrega de otro 

bien en reemplazo del que dejaron abandonado o perdieron, y es un derecho independiente de que 

le otorguen subsidio para compra de tierras, señala la sentencia C-715-12. 

 

 

Entre las manifestaciones de restitución como reparación y como derecho, observamos: 
 
 
 

 

a. La reparación integral puede constituirse en medidas financieras, como la restitución de 

créditos y pasivos, coordinada por el Programa de Acompañamiento; 

 
b. La restitución de vivienda está a cargo de los Ministerios de Vivienda y agricultura; la 

restitución de tierras, está coordinada por la Unidad de Restitución de Tierras; 

 
c. La restitución de capacidades para el empleo, la coordina el Ministerio del Trabajo 

 

 

 

 

 
d. El proceso de Retornos y Reubicaciones, están a cargo de la Unidad para las Víctimas. 

 
 
 

 

Toda vez que uno de los propósitos primordiales de la presente monografía, eran los de 

analizar la situación patrimonial de las víctimas y el tratamiento legal y administrativo, se hará 

énfasis en la restitución a través de medidas financieras, mejor conocidas como de restitución en 

materia de créditos y pasivos; aspectos ligados a la estabilidad económica y financiera que suele 



hacer más gravosa la situación de las personas y las somete a mayores grados de indefensión no 

solo en los conflictos armados. 

 

 

2.2.5.2.1 Restitución en materia de créditos y pasivos. 
 
 
 

 

Uno de los antecedentes normativos más relevantes que regulaba medidas de asistencia en 

materia de créditos para la las víctimas en Colombia, fue la ley 418 de 1997, toda vez que 

consagraba instrumentos para la búsqueda de la convivencia y la eficacia de la justicia. Se 

trató del marco normativo mediante el cual el Gobierno estableció mecanismos para lograr la 

recuperación, la reparación y la superación del conflicto. 

 

 

Las medidas de asistencia en materia de crédito más importantes, las encontramos en el 

capítulo IV, artículos 32 y siguientes, mediante los que se establecen una serie de medidas de 

asistencia en materia de créditos, y se asigna a la Superintendencia Bancaria, hoy 

Superintendencia Financiera, la facultad de velar por la aplicación de las normas por parte de las 

instituciones financieras y bancarias a través de sus créditos y respecto de los procedimientos 

para el estudio de solicitudes. El artículo 36 en su versión original establece los parámetros para  

 

la interpretación y la aplicación de estas normas. La Ley 782 de 2002, en su artículo 15 

modificó el contenido del artículo 36 de la Ley 418 de 1997. 

 

En ese orden de ideas, veremos como la Superintendencia Financiera, expidió la Circular 

Externa 006 de 2013 con la que implementa la Proforma F1000-133, Formato 504, denominado 

Informe de Créditos para víctimas. Esta norma fue expedida con el propósito de que las 

entidades crediticias reportaran a la súper, toda la información relacionada con las solicitudes 



de crédito por parte de víctimas, y el otorgamiento de los beneficios contemplados en las leyes; 

así el Estado impulsa el principio de la solidaridad propio del estado social, sin desconocer la 

 

 

existencia de una constitución económica que garantiza la propiedad, la autonomía y la libertad 

en los mercados de capitales. 

 

 

Una vez promulgada la Ley 1448 de 2011, se dictan medidas de atención, asistencia y 

reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno contempladas en su Título I, 

capítulo I, artículo 2, que señala que su ámbito es regular “lo concerniente a ayuda 

humanitaria, atención, asistencia y reparación de las víctimas de que trata el artículo 3° de la 

presente ley, y ofrece herramientas para que se reivindique su dignidad y puedan asumir 

plenamente su ciudadanía”. 

 

 

Es de expresar igualmente que la Ley 1448 en los Títulos III y IV regula lo relativo a la 

ayuda humanitaria, atención y asistencia, así como a las medidas de reparación, dentro de las 

cuales se introdujeron en los artículos 128 y 129, capítulo V, Título IV, disposiciones relativas 

al Crédito y los Pasivos de las víctimas. La ley dispone expresamente que en materia de 

asistencia crediticia las víctimas, “tendrán acceso a los beneficios contemplados en el parágrafo  

 

 

4
o
 de los artículos 16, 32, 33 y 38 de la Ley 418 de 1997, y las normas establecen el deber 

de las entidades vigiladas de enviar reportes mensuales a la Superintendencia Financiera sobre 

las solicitudes de créditos, los beneficios otorgados y el tratamiento crediticio. 

 

 



Debemos resaltar que la Ley 1448 introdujo disposiciones en relación con la 

Institucionalidad para la Atención y Reparación a las Víctimas que para efectos del registro 

Único de Victimas, artículo 156 señala que “Una vez la víctima sea registrada, accederá a las 

medidas de asistencia y reparación previstas dependiendo de la vulneración en sus derechos y las 

 

 

características del hecho victimizante, salvo la ayuda humanitaria y la atención de 

emergencias en salud a las que puede acceder desde el momento de la victimización. 

 

 

Aunque el registro per se no confiere la calidad de víctima, la inclusión de las personas en 

este, si basta para que cualquier entidad esté obligada a prestar medidas de asistencia, atención y 

reparación a las víctimas que correspondan según el caso, según la Superintendencia Financiera,  

 

 

2013)”. Lo anterior significa que si bien es cierto el registro no otorga la calidad, si es un 

requisito necesario para acceder a las medidas exigidas por la ley a particulares como los bancos 

respecto del otorgamiento de créditos, que sería asistencia y reparación. 

 

 

El Estado debe conocer quien, en calidad de víctima del conflicto armado interno, ha recibido 

o no reparación y asistencia por los daños causados, por lo cual el registro se constituye en el 

mecanismo a través del cual aquél conoce el universo de las víctimas y verifica que se lleven a 

cabo las medidas establecidas para la atención y la reparación, dentro de los límites fijados por la 

Superintendencia Financiera, 2013 (Financiera, 2013). 

 

 

La Ley de Víctimas estableció mecanismos de reparación en relación con las deudas, pasivos 

o créditos adquiridos por ellas antes del hecho victimizante, y que no pudo seguir cumpliendo a 



causa de la ocurrencia de tales hechos. El artículo 128 de la Ley 1448 de 2011 y el artículo 141 y 

su Decreto 4800 de 2011 ordenan la clasificación de las deudas de las víctimas en una categoría 

de riesgo especial, pues se considera que su incumplimiento se debe a los hechos de violencia. 

 

En cumplimiento de este mandato, la Superintendencia Financiera emitió la Circular Externa 

021 de 2012, mediante la cual dicta reglas especiales para la administración de créditos 

otorgados a las víctimas a las que se refiere la Ley 1448 de 2011. La restitución debe estar 

acorde con la realidad económica de las victimas ya que la mayoría de estas personas se 

encuentran en situación de pobreza, ya por haber sido desplazadas, ya por no haber podido 

cumplir con el pago de sus deudas, o haber perdido sus propiedades en procesos con entidades 

financieras. La restitución entonces debe velar por estabilidad socioeconómica para que las  

 

 

mediadas realmente tengan éxito; de lo contrario se estaría revictimizando a estas personas, 

según Bolívar (2012). 

 

 

Las víctimas tienen por mandato legal, derecho a medidas en materia de créditos. La ley 

determinó la creación de líneas preferenciales de crédito dirigidas a financiar los negocios y 

proyectos productivos, con el ánimo de recuperar su capacidad económica. Es importante 

aclarar que estos cupos de crédito financian actividades productivas en curso y no proyectos a 

implementar o iniciativas empresariales sin experiencia. 

 

 

Las líneas ofrecen tasas de interés diferenciales, más bajas a las del mercado común, y 

otorgan plazos para pago preferencial y períodos de gracia. Actualmente los bancos ofrecen dos 



líneas de crédito o cupos, uno destinado al financiamiento de actividades productivas en el 

sector rural, el otro al financiamiento de negocios no agrícolas ni pecuarios. 

 
Las líneas tienen estas modalidades según (Prada, N y Poveda, N, 2012) 

 

 

 Programa Especial Población calificada como Víctima del Conflicto Armado Interno, 

desplazada o reinsertada o vinculada a Programas de Desarrollo Alternativo–FINAGRO.


 Cupo especial de crédito para empresas de las víctimas del conflicto armado interno de


BANCÓLDEX



 Alivio y/o exoneración de la cartera morosa del impuesto predial y de servicios públicos 

domiciliarios (Entidades Territoriales),


 Clasificación en categoría especial de riesgo crediticio Superintendencia  Financiera,



 Acceso a las líneas y modalidades especiales de crédito educativo con ICETEX,

 

 Constitución de empresas FINAGRO y BANCOLDEX Adquiera la calidad de victima 

según el artículo 3 de la ley 1448 de 2011. 

 

 

Para acceder a los créditos estos son los requisitos: 

 

Estar inscrito en el registro único de víctimas, 

 

Tener créditos activos con entidades vigiladas por la superintendencia Financiera 

bancos no cooperativas, 

 

 

Que los créditos activos hayan entrado en mora o hayan sido objeto de 

refinanciación, reestructuración o consolidación como consecuencia del hecho victimizante. 

 

 

Puesta en conocimiento la situación, los bancos o entidades deberán clasificarlos en 

categoría especial de riesgo según lo establecido en la circular (Unidad de Victimas, 2013). 



 

 

De lo anteriormente planteado se encuentra entonces que como regla general las medidas de 

reparación integral constituyen deberes del estado y derechos de las víctimas, y se solventan 

con acciones subjetivas de reparación individual y colectiva. 

 

 

VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y REPARACIÓN INTEGRAL 
 
 
 
 

En este acápite mostraremos que el interés de esta monografía es dar protagonismo a la 

reparación integral individual como medida destinada a remediar, mitigar y resarcir los daños 

individuales causados por la violación de Derechos Humanos en el marco del conflicto armado 

interno en Colombia y entendiendo la existencia de cinco medidas fundamentales de reparación: 

Indemnización, Rehabilitación, Satisfacción, Garantías de no repetición y Restitución. 

 

 

La reparación y restitución tendrán tratamiento especial porque incluye restitución en 

materia de créditos y pasivos, que ligan al ser humano a situaciones de pobreza y vulnerabilidad 

mayores a las que padecen las víctimas que no obstante haber perdido sus patrimonio no son 

revictimizadas con procesos judiciales y medidas judiciales de embargo y secuestro de sus 

bienes. 

 

 

La reparación integral individual no es considerada como reduccionista pues no sólo está 

enfocada a la Indemnización administrativa, o la restitución de tierras, sino a estrategias 

encaminadas al resarcimiento, sino a poner a las personas en la situación en la que se 

encontraban antes de la violación de sus Derechos Humanos, y a reivindicar su dignidad. 

 

 



Las acciones estatales pretenden abarcar derechos de integralidad en cuanto al resarcimiento 

de daños emocionales, sociales, culturales, económicos, e incluso fomentan e influyen en los 

proyectos de vida de las víctimas y en la materialización de sus aspiraciones. 

 

 

3. Beneficios Derivados de las Medidas de Reparación Integral en los Créditos y Pasivos 
 
 
 

 

En este aparte se abordarán y quedaran concretados los beneficios que en materia de créditos 

documentarios específicamente, a los que tienen derecho todas aquellas personas que han sido 

víctimas de violaciones y amenazas a sus derechos humanos; están condensadas en las 

siguientes normas según la unidad de Victimas (Unidad de Victimas, 2013): 

 

 

1. Ley 1448 de 2011: artículos 128 y 129. 

 
2. Decreto 4800 de 2011. Artículos 141, 143, 144. 

 
 
 

 

 

Estas normas, mejor conocidas como medidas financieras son mecanismos de reparación 

que la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras estableció a favor de la población con el objeto 

de restablecer su capacidad productiva, aligerar o aliviar las cargas derivadas de deudas en 

mora, o incumplidas a causa del conflicto armado (Unidad de Victimas. Grupo de Medidas 

Financieras - Subcomité de Restitución, 2016). 

 

 

3.1 Beneficios de Créditos y Pasivos desde lo normativo 
 
 

 

3.1.1 En la ley 1448 de 2011 
 
 

 



Artículo 128 podemos encontrar las siguientes perspectivas: 
 
 

 

1. Categoría de riesgo especial del crédito. 

 

2. Presunción de hecho sobre mora, 
 

 

3. Refinanciación, reestructuración o consolidación por violación a DDHH y DIH con 

ocasión del conflicto armado. 

 

 

El artículo 128 contemplaba las medidas en materia de crédito, al establecer que las víctimas 

tendrían acceso a los beneficios contemplados en el parágrafo 4 de los artículos 16, 32, 33 y 38 

de la Ley 418 de 1997 y que los créditos que hubiesen entrado en mora a raíz del hecho 

victimizante, debía quedar clasificados en la categoría especial de acuerdo con la tipología 

elaborada por la Superintendencia Financiera para estos efectos. 

 

 

Según la Corte Suprema de Justicia (2015), teniendo en cuenta el principio de solidaridad que 

prima frente a las víctimas del conflicto armado interno, que es exigible al Estado y a los 

particulares, es necesario impartir instrucciones relativas a la categoría de riesgo especial aplicable 

a las víctimas y las consecuencias de la misma, atendiendo a lo previsto en el artículo 128 de la 

Ley 1448 de 2011, reglamentado por el artículo 141 del decreto 4800 del mismo año. 

 

 

El decreto 4800 de 2011, adiciona el numeral 2.7 del Capítulo II de la Circular Básica 

Contable y Financiera Externa 100 de 1995, e imparte instrucciones a las entidades crediticias     

 

 



vigiladas por la Superintendencia Financiera como bancos y corporaciones financieras, no 

cooperativas, relativas a la categoría especial de riesgo, aplicable a los créditos y obligaciones 

de las víctimas del conflicto armado interno del país. 

 

 

El dicho instructivo, señala que según facultades otorgadas por la Ley 1448 de 2011, se 

establece para las entidades vigiladas, la obligación de disponer de mecanismos ágiles de 

 

 

atención para tramitar y resolver de manera clara, oportuna y precisa, las inquietudes, consultas y 

solicitudes en relación con las medidas en materia crediticia previstas en la citada Ley. 

 

 

Adicionalmente la circular expresa que si los créditos activos de un deudor entran o han 

entrado en mora, o son o han sido objeto de refinanciación, reestructuración o consolidación, 

siempre que el deudor víctima ponga en conocimiento dicha situación, al establecimiento  

 

 

 

crediticio o la entidad deberán incluirlos en una categoría interna especial que permita su 

individualización, identificación y clasificación. 

 

 

La categorización tendrá según la superintendencia, los siguientes efectos (Superintendencia 

 

Financiera, 2012): 

 

a. Se presume que la mora, refinanciación, reestructuración o consolidación son consecuencia 

del hecho victimizante si se presentan con posterioridad al momento del daño. 

 



b. Los créditos deberán conservar la calificación que tenían al momento del hecho 

victimizante, y esta deberá ser actualizada en los correspondientes reportes a las centrales de 

información 

 

 
c. La información deberá ser mantenida por el término de un (1) año y en el evento de 

celebrarse un acuerdo de pago, la modificación de la calificación atenderá al cumplimiento 

de los términos y condiciones pactados en el acuerdo correspondiente. 

 
d. No se podrán cobrar intereses moratorios durante el término comprendido entre la 

ocurrencia del hecho victimizante y hasta un (1) año después de la inscripción en el Registro 

Único de Víctimas, sin perjuicio de las normas especiales aplicables a los secuestrados por 

virtud de la Ley 986 de 2005. 

 

 

e. En el acuerdo de pago se deberá respetar la situación de la víctima. 

 

f. El establecimiento de crédito deberá promover la celebración de un acuerdo de pago con el 

deudor víctima en condiciones de viabilidad financiera, de tal manera que le permita cumplir 

con sus obligaciones 

 
g. El deudor sólo podrá recalificarse o clasificarse como incumplido si, después de celebrado el 

acuerdo, contraviene las nuevas condiciones acordadas. 

 
h. En el evento que los acuerdos contemplen periodos de gracia, se deberá suspender la 

causación de intereses y demás conceptos asociados al crédito. 

 

 

En el artículo 129 encontramos que las entidades financieras de segundo piso, que son de 

naturaleza estatal, y cuya finalidad es “apoyar a aquellos sectores productivos prioritarios de la 

economía y, a los segmentos empresariales que por sus condiciones están limitados para acceder 

al mercado y requieren de un servicio de fomento especializado según la Superintendencia 



Financiera, 1998”, están facultados para crear líneas de redescuento para el impulso de Mipymes 

creadas especialmente por víctimas del conflicto armado. 

 

 

El redescuento para este caso consiste en la “operación mediante la cual una institución de 

crédito descuenta a otra institución (…) documentos de cartera de crédito. Esta operación 

generalmente tiene por objeto obtener una fuente adicional de recursos para que las 

instituciones puedan ampliar su campo de actividades según (Ecofinanzas, 2016)”. 

 

 

En este sentido, las entidades que realizan operaciones de redescuento lo hacen de la 

mano con los bancos de acceso al público general, en tanto el proceso inicia por estos bancos 

pero la financiación la realiza los bancos de segundo piso. 

 

 

Entidades financieras como BANCOLDEX o FINAGRO otorgarán líneas de redescuento en 

condiciones preferenciales a las que otorguen los establecimientos de crédito, para para financiar 

actividades tendientes a la recuperación de su capacidad productiva (Serfinansa, 2015) y harán  

 

 

Transferencias proporcionales de los beneficios en las tasas de redescuento a los 

beneficiarios finales. 

 
Para acceder a créditos en condiciones especiales con BANCÓLDEX o FINAGRO es 

preciso que las víctimas acudan a los bancos o entidades financieras y realicen una solicitud de 

crédito, informando su calidad de tales, y pidiendo que produzca en las mismas condiciones de 

Bancoldex o Finagro. Los requisitos particulares, los documentos que se deben anexar, y los 

tiempos de estudio de las solicitudes del crédito, serán los determinados por cada entidad 

financiera, pero es importante tener en cuenta que para acceder a estas líneas de crédito, el 



sistema financiero los bancos y las cooperativas, harán un estudio de la capacidad de pago y 

endeudamiento del interesado, para determinar si otorgan o no dicho crédito. Es decir, las 

medidas preferenciales para víctimas no implican un otorgamiento automático de créditos, sino 

unas condiciones más favorables para su otorgamiento, como tasas de interés, plazos y 

periodos de gracia según la Circular 021 de 2012 de la Superintendencia Financiera. Los 

beneficiarios deben iniciar el trámite del crédito a través de cualquiera de los establecimientos 

de crédito con cupo en Bancóldex. 

 

 

Una vez la víctima persona natural o aportante a una persona jurídica, manifieste su 

intención de acceder a líneas de crédito, la unidad se encargará de realizar la acreditación 

correspondiente, revisando si está incluido en el Registro Único de Víctimas, o mediante 

sentencia judicial en el marco de la Ley 1448 de 2011, o Ley 975 de 2012 o Ley 1592 de 2012 

según sea el caso. Una vez aprobado el crédito, los intermediarios financieros podrán efectuar el 

trámite de las operaciones a través del sistema de banca electrónica de Bancóldex, (Banco de 

Comercio Exterior, 2016). 

 

 

Según Bancoldex, los recursos otorgados a título de crédito, podrán destinarse a capital 

de trabajo, adquisición de activos fijos como inmuebles, adquisición o reposición de 

maquinaria y equipo, vehículos productivos, equipamiento, muebles y enseres, reparaciones 

locativas, remodelación, reparación y reconstrucción de inmuebles destinados todos a 

actividades comerciales e industriales; igualmente se podrán otorgar créditos para reposición de 

vehículos productivos siniestrados, por sumas no cubiertas por el seguro. 

 

 

 

 



 

 

Bancóldex y la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a 

Víctimas, ha informado las condiciones del cupo de crédito de la siguiente manera: (Banco de 

Comercio Exterior, 2016): 

 

 

A. Monto del cupo: Aproximadamente dos mil setecientos cincuenta millones de 

pesos m/cte. ($ 2.750.000.000). 

 
B. Vigencia del cupo: Hasta el agotamiento de los recursos aportados por la Unidad para 

la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

 

 

C. Intermediarios: Bancos, corporaciones financieras, compañías de financiamiento 

y cooperativas financieras que tengan cupo en Bancóldex. 

 
D. Beneficiarios: 

 
 
 
 

 Personas naturales consideradas como micros, pequeñas, medianas y grandes empresas (1) 

de todos los sectores económicos, excepto el agropecuario, que hayan sufrido daño por 

violaciones a los Derechos Humanos o por infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario según lo contemplado en el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011 o las 

disposiciones del artículo 2º de la Ley 1592 de 2012, en concordancia con lo contemplado en 

la Ley 418 de 1997, modificada por la Ley 782 de 2002, prorrogada por la Ley 1106 de 2006 

y prorrogada por la Ley 1421 de 2010.


 También podrán ser beneficiarias las personas jurídicas consideradas como micros pequeñas, 

medianas y grandes empresas de todos los sectores económicos, excepto el agropecuario, de 

las personas naturales consideradas como víctimas del conflicto armado interno, según la 



normatividad mencionada en el párrafo anterior, siempre y cuando tengan aportes de capital 

o de industria en las mismas.


 El reconocimiento de víctima lo hará la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 

Reparación Integral a Víctimas a través de una comunicación enviada mediante correo 

electrónico a Bancóldex en el que conste que el solicitante está incluido en el Registro 

Único de Víctimas, el cual está conformado por todos los sistemas de información de 

 



 

 víctimas bajo los términos de los artículos 154 de la Ley 1448 de 2011 y 24 del Decreto 

4800 de 2011 o en sentencias judiciales en el marco de la Ley 1448 de 2011, Ley 975 de 

2012 y la Ley 1592 de 2012.

 

 

 Los intermediarios financieros deberán mantener la documentación con la cual se 

establezca que la empresa reúne las condiciones para ser beneficiaria de estos recursos.

 

 

Sobre el Destino de los Recursos Bancoldex ha dicho que son para 
 
 
 

 

 Capital de trabajo: materia prima, insumos, inventarios y demás gastos operativos de 

funcionamiento.


 Modernización: compra o arrendamiento (leasing) de inmuebles, adquisición o reposición 

de maquinaria y equipo, vehículos productivos, equipamiento, muebles y enseres, 

reparaciones locativas, remodelación, reparación y reconstrucción de inmuebles destinados 

todos a actividades comerciales e industriales.

 

 



El Monto máximo por empresa será hasta el valor equivalente a 500 salarios mínimos 

mensuales legales vigentes y los Plazos serán los siguientes: 

 

 

 Capital de trabajo y consolidación de pasivos: hasta tres (3) años.



 Activos fijos y bienes de capital: compra, reposición de equipo, vehículos,


maquinaria y equipamiento, muebles y enseres: hasta cinco (5) años.



 Adquisición de inmuebles o reparaciones locativas: hasta diez (10) años.
 
 
 

 

 

Las Garantías están establecidas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 

418 de 1997, modificado por el artículo 16 de la Ley 782 de 2002, prorrogado por las Leyes 

1106 de 2006, 1421 de 2010 y el artículo 143 de la Ley 1448 de 2011, con el objeto de facilitar 

 

 

el acceso a los recursos ofrecidos en esta modalidad de crédito, y que los beneficiarios podrán 

hacer uso de las garantías ofrecidas por el Fondo Nacional de Garantías S.A. Garantías 

especiales para la población víctima en sus Programas de garantía-EMP060-Microcrédito, y 

garantía-EMP042-Pymes. 

 

 

Cuando Bancóldex dé curso a la operación crediticia, comunicará al respectivo 

intermediario la fecha de perfeccionamiento. Los establecimientos de crédito diseñarán 

procedimientos adecuados para estudiar las solicitudes de crédito con cargo a esta línea y 

conforme a las instrucciones dadas por la Superintendencia Financiera de Colombia en los 

términos de su Circular 50 de 1997. 

 



Según lo dispuesto por la Superintendencia Financiera en su Circular Externa 20 de 2003, 

las entidades deberán remitir información sobre lo acontecido con las solicitudes presentadas, sin  

 

 

perjuicio de las modificaciones que la misma Superintendencia efectúe en el marco de lo 

establecido en el artículo 128 de la Ley 1448 de 2011. 

 

 

Sobre el Financiamiento del Sector Agropecuario (Finagro), ha establecido que los 

recursos podrán destinarse para la financiación del capital de trabajo y a necesidades de inversión 

propias de: 

 

 

Actividades productivas agropecuarias, acuícolas, forestales, de pesca y rurales, 

reglamentadas por FINAGRO (Unidad de Victimas, 2013). Los créditos podrán ser utilizados en 

las distintas fases del proceso de producción de bienes agropecuarios, acuícolas y de pesca, su 

 

 

 

 

 

transformación primaria y/o comercialización, así como en minería, turismo rural y ecológico, 

artesanías, transformación de metales y piedras preciosas, incluyendo su mercado. Las líneas 

de crédito Finagro están dirigidas a víctimas del conflicto armado incluidas en el registro único 

de víctimas - RUV que cuenten con proyectos productivos o empresas del sector agropecuario, 

pesquero o asociados a minería, turismo rural y artesanías (Unidad de Victimas. Grupo de 

Medidas Financieras - Subcomité de Restitución, 2016). 

 



 

Entre los accesos a créditos de Finagro, para víctimas tenemos el Financiamiento del Sector 

Agropecuario FINAGRO), 2014, así: 

 

 

 Crédito tasa subsidiada a población desplazada individualmente considerada



 Crédito tasa subsidiada asociaciones o agremiaciones de desplazados



 Crédito tasa subsidiada asociativo que integre a desplazados con integrador.



 Crédito tasa subsidiada asociativo que integre a desplazados con encadenador.



 Crédito tasa subsidiada a población víctima del conflicto armado interno que califique 

como pequeño productor.


 Crédito tasa subsidiada a población víctima del conflicto armado interno que califique 

como mediano productor.


 Crédito tasa subsidiada a población víctima del conflicto armado interno que califique 

como grande productor.


 Crédito tasa subsidiada asociaciones o agremiaciones de víctimas que califiquen como 

pequeño productor
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 Crédito tasa subsidiada asociativo que integre a víctimas del conflicto armado interno con 

integrador.


 Crédito tasa subsidiada asociativo que integre a víctimas del conflicto armado interno con 

encadenador. Se entiende como ocasión del daño, que se trate de victimas con derecho a 

Reparación Individual y el componente de mecanismos para acceder al crédito:

 

 

INFORMES DEL SISTEMA DE CREDITOS 
 
 
 

 

Bancóldex, el Fondo Nacional de Garantías, FINAGRO y el Banco Agrario presentaran a 

la Unidad para las Víctimas, un informe semestral sobre las operaciones crediticias en las que se 

les beneficie. Este informe consolidado será remitido por la Unidad para las Víctimas al DNP y 

se asociará como un soporte al indicador definido para este componente (Departamento 

Nacional de Planeación y Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2012). 

 

 

Las entidades deberán informar a las víctimas que de conformidad con lo previsto en el 

artículo 129 de la ley FINAGRO y BANCOLDEX manejan líneas de redescuento en 

condiciones preferenciales para financiar créditos otorgados a este sector de la población según 

la Superintendencia Financiera, Circular 21 de 2012. 

 

 

El término de vigencia del convenio suscrito por Bancóldex y la Unidad Administrativa 

Especial para la Atención y Reparación Integral a Víctimas, en concordancia con el artículo 

129 de la Ley 1448, según la circular estará vigente hasta diciembre 31 de 2016, o hasta que se 
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agoten los recursos transferidos por la unidad a Bancóldex, lo que ocurra primero (Banco de 

Comercio Exterior, 2016). 

 

 

3.1.2 Normas del decreto 4800 de 2011. 
 
 
 

 

Este decreto en su artículo 141, tiene una clasificación especial de riesgo crediticio para 

la plena identificación de los beneficiarios víctimas por parte de las entidades financieras. Por 

expreso mandato del artículo 141 del Decreto 4800 de 2011, se ordena a la Superintendencia 

Financiera que en un plazo de 6 meses, contados desde la publicación de la norma en 

concordancia con el artículo 128 de la le de víctimas, imparta instrucciones a las entidades 

financieras sobre población víctima de la violencia. Por este motivo fue expedida la Resolución 

No. 021 de 2012, en la se dan estas instrucciones a las entidades de crédito vigiladas por aquella 

para determinar la categoría de riesgo especial aplicable a las víctimas del conflicto armado, y 

responder de manera clara y oportuna sus solicitudes. 

 

 

La Circular establece que los créditos que entraran en mora debían ser incluidos en una 

categoría especial de acreencias, siempre y cuando el deudor víctima pusiera en conocimiento 

de la entidad el hecho victimizante y que las victimas para acceder a la categoría de riesgo 

especial según (Unidad de Victimas, 2015), necesitan: 

 

 

a. Diríjase al establecimiento de crédito vigilado por la Superintendencia Financiera de 

Colombia, con el cual adquirió la deuda que actualmente no ha podido cumplir a causa 

del conflicto armado. 
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b. Poner en conocimiento de la entidad, el hecho victimizante por el cual no pudo cumplir 

con sus obligaciones. 

 
c. Solicitar al establecimiento la inclusión inmediata en la categoría de riesgo especial. El 

establecimiento de crédito verificará el cumplimiento de los requisitos 

 
En el artículo 143 como acceso a las garantías de crédito para las víctimas y acceder a 

la garantía del FNG, la empresa o persona natural víctima debe: 

 

 

a. Contar con la inscripción en el Registro Único de Victimas de (RUV) este lo puede obtener 

dirigiéndose a los Centros Regionales de Atención y Reparación, Oficinas Regionales de la 

Procuraduría, Oficinas Regionales de la Defensoría del Pueblo o en las Personerías Municipales. 

b. Dirigirse al Intermediario Financiero de su elección con el cual desee gestionar el crédito, el 

intermediario financiero será la entidad encargada de estudiar y validar la operación de crédito y 

en caso de considerar que la operación no cuenta con las garantías suficientes, solicitar al FNG 

respalde la operación de Crédito (Unidad de Victimas. Grupo de Medidas Financieras - 

Subcomité de Restitución, 2016). 

 

 

LOS CRÉDITOS EDUCATIVOS 
 
 
 

 

En su artículo 144 el decreto establece líneas y modalidades especiales de crédito 

educativo, dirigidos a la Formación técnica o profesional de las víctimas, los cónyuges sus hijos 

e hijas. En este marco se deben implementar líneas especiales para la inversión en educación 

superior técnica, tecnológica o profesional a través de Alianzas con instituciones educativas. 
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El acceso y fomento de la educación para la población víctima se hará mediante Créditos 

Acces del ICETEX, y se focalizaran en la población registrada como tal, que estará orientada al 

subsidio de hasta el 50% del valor total de las matrículas. A este propósito hallamos un 

compendio jurisprudencial de la Corte Constitucional, cuyas sentencias están centras en 

pronunciamientos como los siguientes: 

 

 

3.2 Créditos y Pasivos en la Jurisprudencia Colombiana Antes de la ley 1448 de 2011 
 
 
 

 

En este aparte analizaremos muchas expresiones de activismo judicial, garantismo, o 

simplemente bloques de constitucionalidad que reivindican la relación entre principios y 

valores de la constitución dogmática, y situaciones de vulnerabilidad de sujetos, que exigen de 

particulares y Estado solidaridad y reconocimiento de derechos de dignidad, equidad y justicia 

que ponen límites a la autonomía, la libertad privada y el derecho a la propiedad en su beneficio 

 
 

 

A. El reconocimiento de derechos especiales a los SECUESTRADOS. 
 
 
 
 

a. T-1012 de 1999 - la Corte Constitucional protegió los derechos al debido proceso y defensa 

de dos personas secuestradas, que por obvias razones no tuvieron la oportunidad de pagar 

sus obligaciones en tiempo, o dentro del proceso notificarse personalmente del mandamiento 

de pago, y asumir su defensa en legal forma. La Corte destaca el siguiente argumento “para 

notificarse personalmente del mandamiento de pago contra ellas librado en el proceso 

ejecutivo a que se ha hecho alusión en esta providencia, no se trabó nunca la relación 

jurídico-procesal indispensable para que exista debido proceso, lo que indica, sin hesitación, 
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que respecto de ellas se quebrantó, de manera ostensible, la garantía constitucional 

consagrada en el artículo 29 de la Carta Política”. 

 
b. T-528 de 2003, en esta sentencia la Corte analiza circunstancias especiales de un 

secuestrado, que una vez dejado en libertad a cambio de la entrega de una alta suma de 

dinero, las entidades bancarias le exigían el pago de la totalidad de los créditos y, para tal 

efecto, procedieron a instaurar las demandas judiciales, sin que hubieren aceptado la 

reliquidación. La Corte señala “para establecer la exigibilidad de las cuotas del préstamo, 

 
resulta indispensable reconocer que el secuestro del deudor impide físicamente cancelar 

las cuotas exigibles durante este período conforme el contrato de mutuo. En esa medida, el 

incumplimiento de las obligaciones del secuestrado está justificado. 

 

 

Efectivamente, la persona se encuentra sujeta a una circunstancia que es susceptible de 

considerarse genéricamente como constitutiva de fuerza mayor, y que le impide cumplir sus 

obligaciones”. “La obligación de pagar los instalamentos vencidos durante el tiempo en que 

la persona se encuentra secuestrada no es exigible. En este mismo orden de ideas, la 

responsabilidad por el incumplimiento de sus obligaciones tampoco resulta exigible desde el 

punto de vista civil, en la medida en que la persona se encuentra sujeta a una circunstancia 

eximente de responsabilidad, no le es imputable la mora, pues no está presente el elemento 

subjetivo de la misma, necesario para que se configure”. 

 

 

En la sentencia T-520 de 2003, se dice del secuestro que padeció el accionante y culminó con 

su liberación, que el periodo durante el cual estuvo retenido, según las órdenes impartidas, los 

bancos acreedores no podía hacer uso de las cláusulas aceleratórias del contrato de mutuo, 
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suscrito con el tutelante, tampoco podía ser constituido en mora durante el tiempo en que estuvo 

secuestrado y durante su etapa de readaptación socieconómica que será de un año. El fallo resalta en 

primer lugar la imposibilidad física de solventar las deudas en esos lapsos, y en segundo lugar libera 

de cargas a las personas que tuvieron que pagar por su liberación, y desconocerlo comporta actitudes 

que desconocen principios constitucionales de solidaridad y equidad. 

 

 

LOS DESPLAZADOS 
 
 
 

 

c. T-419-2004 - los derechos fundamentales son violados cuando una entidad bancaria exige el 

pago de obligaciones sin considerar los efectos que tiene la condición de desplazado sobre las 

posibilidades de cumplir los pagos. Se rompe el deber de solidaridad frente a las personas 

que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta cobrándoles como si aquella no 

se hubiera producido. “El desconocimiento de derechos fundamentales de vida, igualdad, 

libertad u otro a personas desplazadas, se da cuando una entidad bancaria le exige el pago de 

su obligación sin considerar los efectos que tiene su condición de tal, sobre las posibilidades 

pagar”. 

 

 

Se rompe el deber de solidaridad frente a las personas que se encuentran en circunstancias de 

debilidad manifiesta, de tal manera que si la entidad financiera no ha tenido en cuenta la 

condición de desplazado del actor, la acción de tutela puede será procedente. Por el contrario, si 

la entidad financiera ha suministrado al demandante información sobre los beneficios 

relacionados con su condición, la acción de tutela no procede, Corte Constitucional, (2004)” 
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d. T- 358 de 2008, se encarga de hacer que el banco reprograme el crédito en condiciones 

asequibles para que el deudor pueda honrarlo, dentro de su penosa situación de desplazado. 

En un nuevo acuerdo debe ser considerada la abstención del cobro anticipado, de los 

intereses de mora, de los honorarios de abogado y de gastos y costas derivados del cobro 

judicial o extrajudicial; se debe procurar por la protección del buen nombre y se ordena a la 

entidad financiera excluir de las centrales de riesgo, cualquier anotación negativa a causa 

del incumplimiento. 

 
e. La T-312 de 2010, prosigue con la autorización de protección a los desplazados igual que a 

los secuestrado; cada uno desde sus circunstancias particulares. “Tanto el secuestro como el 

desplazamiento dejan a las víctimas en situaciones especiales que ameritan protección 

constitucional por parte del juez de tutela, más aún cuando se enfrentan a obligaciones 

económicas, pues en el primer caso, una vez pagada la suma exigida por el rescate, las 

condiciones financieras no son las mismas que cuando no se está privado de la libertad; en el 

segundo caso, quien es desplazado abandona la totalidad de actividades de las que deriva su 

sustento diario para y el de su familia; queda expuesto a las inclemencias de la vida en un 

lugar ajeno a su círculo social, económico y cultural” Corte Constitucional, (2010). 

 

 

VICTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO EN GENERAL 
 
 
 
 

f. Mediante la T- 520-2005 y la T- 697-11, la Corte Constitucional hace aplicable el 

 

tratamiento especial de protección a los secuestrados, desplazados y desaparecidos, considerados 

genéricamente víctimas del conflicto armado; cuando estos han suscrito títulos valores o han sido 

ejecutados en procesos a causa de aquellos, o se pretende su ejecución por deudas. “Se impone al 
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acreedor la reestructuración de las obligaciones dinerarias, como efecto de la doctrina de la 

imprevisión; ante dificultades de características graves que influyen en el cumplimiento de las 

obligaciones, el deudor continúa obligado a responder, pero se impone un ajuste de acuerdo con 

la equidad contractual”. 

 

 

Sobre la base del principio de solidaridad y los mandatos especiales de protección a esta 

población, se ha erigido el deber de las entidades financieras de tener en cuenta las 

restricciones propias de la condición para cumplir con los pagos y disponer, “fórmulas de 

arreglo coherentes con la situación económica” de estas personas. 

 

 

La novación de la deuda se erige como alternativa próxima al mandato de solidaridad y el 

equilibrio contractual. Exhorta a la consecución de consensos respecto de las condiciones para 

el cumplimiento de la prestación. “La fuerza mayor implica imposibilidad absoluta de satisfacer 

obligaciones y son causales eximente de responsabilidad”, Corte Constitucional, (2011). 

 

 

3.2.1 Después de la ley 1448 de 2011 
 
 
 
 

a. La sentencia T-386-12, señala que existe un derecho en cabeza de la población 

desplazada y que por ello las entidades financieras deben reprogramar sus créditos 

incumplidos, con el propósito de establecer condiciones nuevas acordes con su situación 

de vulnerabilidad. “Las deudas adquiridas con anterioridad a la ocurrencia del 

desplazamiento, puesto en conocimiento de entidades financieras la situación de 

vulnerabilidad, amerita reformulación viable del crédito”, Corte Constitucional, (2012. 
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b. La Sentencia T-246-14, exige respeto de la información financiera de las víctimas, 

proscribiendo a las entidades bancarias conductas de reporte negativo, por 

incumplimiento de obligaciones financieras derivadas de daños ocasionados por el 

conflicto armado: “La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial 

del habeas data está conformado por el derecho a la autodeterminación informática, por la 

libertad en general, y por la libertad económica en especial”. En este orden de ideas, el 

habeas data faculta al titular de la información para controlar la inclusión de su 

información personal en bases de datos, debiendo autorizar previamente la recolección y 

el almacenamiento. 

 

 

Los usuarios deben poder conocer, actualizar y rectificar la información personal que se haya 

almacenado sobre ellos. Cuando se vulnera el núcleo esencial y se verifica el incumplimiento del 

deber de solidaridad por particulares que prestan servicios públicos y con su acción u omisión 

vulneran derechos fundamentales de personas que han sido ilegalmente privadas de la libertad, 

víctima de desplazamiento forzado o desaparecidas forzosamente, y por ende se encuentran en 

situación de debilidad manifiesta, el juez constitucional puede exigir por medio de la tutela, el 

cumplimiento del principio de solidaridad, para el logro efectivo de los derechos. Las 

consecuencias o efectos de la aplicación de este principio deben precisarse en cada caso, 

atendiendo diversos aspectos, Corte Constitucional, (2014)”. 
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4. Del Ordenamiento Jurídico: Estado de Vulnerabilidad de las Víctimas del Conflicto 

 

Armado 
 
 
 
 
a. PUNTO DE VISTA SUSTANTIVO. 
 
 
 

 

1. El contrato de mutuo – significa adquirir un crédito, aceptar hacer pagos periódicos y una 

tasa de interés consensual o legal, podría generar consecuencias negativas en caso de no 

cumplir. Es decir, quien no atienda oportunamente el pago de sus cuotas no solo tendrá 

cargos adicionales como intereses de mora, sino que su historia crediticia se verá 

necesariamente afectada. 

 

 

En general, el mutuo tiene por objeto cosas fungibles y consumibles entregadas por una 

persona a otra con la obligación de devolver igual cantidad de la especie prestada. Para 

(Bonivento Fernandez, 2012), se conoce en la aparición de las XII tablas, el mutuo bajo la 

forma de préstamo de dinero con interés o foemus. Se trata del acuerdo en que una parte entrega 

a otra una cosa fungible, que la última puede consumir con la condición de devolver en el 

tiempo convenido, igual cantidad, género y calidad (Cardona, 2001). 

 

 

El artículo 2221 del Código de Comercio señala que el mutuo es préstamo de consumo de 

cosas fungibles con cargo de restituir otras tantas del mismo género y calidad. Como elementos 

esenciales de todo contrato están la existencia de capacidad, el consentimiento, el objeto y la causa; 

el objeto del contrato de mutuo no es otro que obtener el goce y disposición de una cosa fungible, 

en este caso dinero”. En el mutuo participan dos partes, el que entrega o mutuante, 
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prestador o dador y el que la recibe, mutuario, prestamario o receptor. El objeto es la cosa 

fungible o consumible, y constituye un acto traslaticio de dominio, para que el mutuario al 

usarlas, la consuma (Cardona, 2001). 

 

 

El mutuo tiene para (Bonivento Fernandez, 2012), especiales características: 
 
 
 
 

a. Es real porque se perfecciona mediante la entrega de la cosa prestada. 

 

b. Es unilateral, pues de la entrega de la cosa, surge para el receptor la obligación de 

devolver otras tantas del mismo género y calidad, y pagar intereses. No se desprende en 

principio obligaciones al mutuante, pues este se encuentra en una actitud pasiva mientras 

espera el cumplimiento de la prestación del mutuario. De allí que se diga que es 

sinalagmático imperfecto, como lo planteaba el derecho romano. 

 
c. Es gratuito, en principio pues el mutuario quien recibe la utilidad del acto jurídico, 

mientras que el mutuante tiene un gravamen. Hay mutuos gratuitos, pero este carácter no 

es de la esencia, y por ende se le puede imponer al mutuario la obligación de pagar 

intereses. 

 

 

Tenemos como obligaciones del mutuario según (Bonivento Fernandez, 2012): 
 
 
 

 

a. La devolución de la cosa en igual género y calidad. El mutuario debe devolver del mismo 

género y calidad de lo recibido, sea cual fuere su precio al momento de la devolución, 

cuando se trata de fungibles diferentes al dinero. Si no es posible o no lo exigiere el 

mutuante, podrá el mutuario pagar lo que valgan en el tiempo y lugar en que deben hacer 
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el pago, aunque el valor determinante para su devolución no es el que tuviere al 

momento de la entrega sino de la restitución. 

 

 

Si la cosa vale más o menos, la contingencia la corre el mutuario. La restitución debe 

hacerse en el término fijado. Mutuante y mutuario expresan su voluntad en este sentido, con 

todo podrá el prestatario pagar toda la suma debida aun antes del término convenido salvo que 

se hayan pactado intereses según la ley mercantil, pero la ley 1555 de 2012, que estableció que 

un deudor puede pagar anticipadamente sin recibir sanciones. 

 

 

Cuando el mutuo es oneroso, o sea cuando el mutuario se obliga a pagar intereses por la 

cantidad prestada, se restringen los derechos, por cuanto el mutuante también persigue un 

provecho que se mide por los intereses pactados. Es decir según (Cardona, 2001), la devolución 

de una cosas del mismo género y calidad e igualmente el cumplimiento de la obligación en 

términos y lugar acordado. 

 

 

Como obligaciones para el mutuante, en el curso del cumplimiento del mutuo, pueden 

aparecer obligaciones cuando se trata de cosas fungibles distintas al dinero, en tanto, según 

(Bonivento Fernandez, 2012), para el mutuo comercial, el código de comercio no lo define. 

Existen solo 7 artículos que resaltan su carácter oneroso en el código de comercio. La norma 

general es que el mutuario debe pagar intereses por el dinero o por el valor de las cosas 

entregadas dadas en mutuo. Si se dan cosas en préstamo de consumo el mutuario estará obligado 

a pagar intereses legales a falta de estipulación expresa. El mutuario tiene la obligación de 

restituir y pagar intereses. 
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El contrato tiene fuerza de ley para los contratantes, en consecuencia debe ejecutar las 

prestaciones convenidas, en el tiempo y la forma acordada. El incumplimiento de una 

obligación faculta al acreedor, que ha sido víctima del incumplimiento para lo siguiente: 

 

 

a) Acudir ante la jurisdicción para obtener la ejecución de la prestación. 

 
b) Pedir resolución del contrato y solicitar indemnización de perjuicios. 

 
 
 

 

Habrá incumplimiento cuando el deudor no ejecuta la prestación que el contrato le impuso, 

o cuando la ejecuta de forma defectuosa o imperfecta. Ante el incumplimiento del deudor y si 

además está constituido en mora, bien sea por la llegada del termino o por el requerimiento que 

debe hacerse para construir en mora, el acreedor puede exigir el cumplimiento (Tamayo 

Lombana, 2005). En estos eventos el negocio existe, es válido pero el juez o la autoridad 

administrativa puede declararlo ineficaz in límite. 

 

 

En estas categorías caben hipótesis como la ineficacia declarada, la resolución, la disolución, la 

terminación, y la simulación. Se destaca la ineficacia como fenómeno con connotaciones jurídicas 

graves para el negocio que puede determinar su derrumbamiento, (Bohorquez, 2009). 

 

 

Los perjuicios que el deudor tiene que pagar para reparar el daño causado por la inejecución 

se llaman perjuicios compensatorios o intereses compensatorios y moratorios según el caso. Para 

o (Tamayo Lombana, 2005), los que resarcen el daño producto del retardo, se llaman moratorios. 
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En este contrato según el código civil y el código de comercio se celebra en condiciones de 

igualdad de las partes, pero por planteamiento jurisprudencial e incluso normativo, desde el 

tratamiento a las víctimas, establece una situación excepcional que ocurre cuando el contrato de 

mutuo entre entidades bancarias y víctimas; a las últimas se les pone en situación de 

vulnerabilidad, así el contrato debe interpretase no como de libre discusión, sino de adhesión. 

 

 

En efecto, el artículo 128 de la Ley 1448 estableció que los créditos otorgados por 

establecimientos de crédito vigilados por la Superintendencia Financiera de Colombia – SFC, a 

las víctimas que como consecuencia de los hechos victimizantes han entrado en mora o han 

sido objeto de refinanciación, reestructuración o consolidación, quedarán clasificados en una 

categoría de riesgo especial de acuerdo con la reglamentación que expida la Superintendencia 

Financiera. 

 

 

2. Según la ley, las consecuencias del incumplimiento del contrato de mutuo serán: 
 
 
 

 

1. La Mora que se considera como el retardo en el cumplimiento de la obligación que debía 

hacerse por parte del deudor, en términos legales. Según lo anterior la mora necesita los 

siguientes requisitos: primero - la preexistencia de una obligación que debía cumplirse; de no 

existir la coactividad del cumplimiento, no puede hablarse de mora, segundo - que no se dé la 

ejecución de la obligación, ya temporal ya defectuosa, y tercero la inejecución no efectuada 

dentro de los términos del artículo 1608 C.C. 
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Las situaciones de mora cambian, cuando el deudor tiene calidad de víctima, por ejemplo los 

secuestrados, existe un cambio en la concepción clásica desde las siguientes perspectivas: “Para 

establecer la exigibilidad de las cuotas de un préstamo, resulta indispensable reconocer que el 

secuestro del deudor impide físicamente cancelar las cuotas durante un período conforme lo 

pactado en el mutuo. En esa medida, el incumplimiento de las obligaciones del secuestrado está 

justificado. 

 

 

Las “personas sujetas a circunstancias susceptibles de ser consideradas genéricamente como 

constitutiva de fuerza mayor, impiden cumplir con las obligaciones”. “La obligación de pagar los 

instalamentos vencidos durante el tiempo en que la persona se encuentra secuestrada no es 

exigible. En este orden de ideas, la responsabilidad por el incumplimiento de sus obligaciones 

tampoco resulta exigible desde el punto de vista civil, en la medida en que la persona se 

encuentra sujeta a una circunstancia eximente de responsabilidad, y no le es imputable la mora; 

está presente el elemento subjetivo de la misma, necesario para que se configure”. 

 

 

2. Clausula aceleratoria - ocurre cuando la restitución a cargo del mutuario, emerge como 

obligación derivada del contrato de mutuo por instalamentos; suele pactarse que la mora de 

una o varias cuotas, faculta al acreedor para dar por vencido el plazo y exigir el 

cumplimiento de la obligación; puede proceder al cobro de la totalidad. Se conoce como 

cláusula aclaratoria de plazo pero no opera para todas las obligaciones según mandatos de 

la anunciada ley 1555 de 2010. Son clausulas totalmente permitidas en los contratos de 

mutuo porque media la autonomía de la voluntad. 
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Para el caso de las victimas la sentencia T-520 de 2003, señala que el secuestro que padeció 

el accionante y que culminó con liberación por pago de recompensa, los bancos acreedores no 

podía hacer uso de las cláusulas aceleratorias en los contratos de mutuo. 

 

 

3. Reporte a la central de riesgo – estas centrales están legalmente facultadas para conservar en 

archivos con información histórica de personas, esto es, tanto datos positivos como los 

negativos. Los datos negativos, o sea los que hacen referencia al tiempo de mora, tipo de 

cobro, estado de la cartera y en general los referidos a incumplimientos tienen un período 

máximo de permanencia de cuatro (4) años contados a partir de la fecha en que sean pagadas 

las cuotas vencidas o sea pagada la obligación vencida. No obstante cuando la mora ha sido 

inferior a dos (2) años el tiempo de permanencia de este reporte negativo no podrá exceder 

el doble de ella, y así lo dispuso la Corte Constitucional en Sentencia C-1011 de 2008. 

 

 

Esta sentencia declaró condicionalmente exequible el artículo que señala que si el atraso es 

de seis (6) meses el dato negativo permanecerá por un (1) año, si es de un año (1) permanecerá 

por dos (2) años, siempre y cuando, como se anotó el tiempo de mora no haya sido mayor a dos 

años. 

 
Como excepción a las facultades legales, los establecimientos de crédito deberán revisar los 

créditos vigentes de las víctimas, y si observan que como consecuencia del hecho victimizante 

hubo cambios en su calificación del crédito, deberán proceder a calificar al momento del hecho 

victimizante. Es decir la calificación debe ser actualizada en los correspondientes reportes a las 

centrales de riesgo, cuya información es mantenida por el término de un año. 
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Cuando un deudor es víctima, e incurre en mora o sea que ha dejado de pagar sus cuotas 

con posterioridad al hecho victimizante, y por ello cambia su calificación, los establecimientos 

de crédito deben clasificarlos en categorías especiales de tal manera que mantengan la 

calificación de antes del hecho. Con esto se busca que no se vea afectada su historia crediticia 

por hechos ajenos a la voluntad y se mantenga al deudor activo en el sistema financiero. 

 

 

Quiere decir entonces que desde las formas clásicas este proceder de las entidades bancarias 

ya no tiene protección especial, pues no se podrá colocar a la víctima en central de riegos cuando 

se hallare moroso o con retardo de la obligación crediticia. 

 

 

Las partes si pueden acordar, y aquí surge una obligación convencional de pagar intereses 

por simple préstamos ya sea en dinero o cosas fungibles según el artículo 2230 C.C y según el 

código de comercio el pacto de intereses modifica el carácter gratuito del mutuo para convertirlo 

en oneroso. Hay que advertir expresamente la diferencia entre el mutuo civil y el comercial, el 

primero se presume gratuito el segundo oneroso. 

 

 

4. Intereses Moratorios – en civil solo tienen lugar si se pactan expresamente en comercial lo 

son por la ley después de pasado un mes del surgimiento de la obligación; el interés de mora 

opera ipso iure, salvo excepciones como créditos de vivienda. Se causa interese por mora, 

sin necesidad de pacto expreso (Fonseca, 2001). 

 

 

El deudor debe pagar desde el momento en que se constituye en mora una suma de dinero, 

hasta el momento en que se soluciona o paga según (Arrubla Paucar, 2015). Se trata de cobros 
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adicionales a la entidad por concepto de días de mora en cancelar las cuotas, es decir por el 

no pago a tiempo de las cuotas. 

 

 

Desde la perspectiva del derecho privado, ahora con el enfoque de beneficios para las 

víctimas se tiene que los establecimientos de crédito no pueden cobrar intereses de mora, 

durante el término comprendido entre la ocurrencia del hecho victimizante y hasta un año 

después de la inscripción en el Registro Único de Víctimas. La mora, no se contaría según la 

concepción clásica desde el incumplimiento grave, sino que se suspende y solo se puede 

proclamar cuando se haya superado la situación de víctima. 

 

 

5. Intereses remuneratorios – se trata de los causados como réditos del capital durante un plazo 

otorgado al deudor. Consiste en la prestación normal de una de las partes en el cumplimiento 

del contrato, por ejemplo en el mutuo; son los que debe el deudor durante el plazo. Se habla 

de estos siempre y cuando el deudor no esté en mora de pagar la obligación (Arrubla Paucar, 

2015). 

 

 

En casos excepcionales la Corte Constitucional “reconoce el derecho que le asiste a la entidad 

bancaria para reclamar el pago de los intereses remuneratorios o de plazo causados a partir del 

momento del desplazamiento sobre las cuotas que hayan dejado de pagarse a partir de dicha fecha. 

No obstante, los intereses remuneratorios causados durante esta época deberán calcularse con 

especial sujeción al principio constitucional de solidaridad y a las condiciones de vulnerabilidad 

social y económica que padece el actor como consecuencia del desplazamiento”. 
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En este sentido y como ya se dijo, en relación a los intereses remuneratorios causados a partir 

de la fecha de desplazamiento y a las cuotas que están pendientes por cancelar, las partes 

inmediatamente notificada la presente sentencia deberán llegar a nuevos acuerdos de pago. No 

obstante, en caso de no llegar a ningún acuerdo, se aplicará la norma supletoria consagrada en el 

artículo 884 del código de Comercio y la entidad bancaria podrá cobrar los intereses 

remuneratorios causados durante este periodo con el interés corriente bancario fijado por la 

Superintendencia Financiera. Si hay mora antes del desplazamiento, deberá pagarse el tope 

máximo establecido en la ley. 

 

 

6. Garantías - al referirnos a las garantías que pueda tener un acreedor como respaldo a su 

crédito, el contrato será el de asegurar al acreedor el cumplimiento de las obligaciones que 

tiene el deudor. El acreedor busca respaldo, y que la garantía pueda ser ejecutada sin 

demoras. Las garantías aseguran al acreedor el cumplimiento de las obligaciones y respaldan 

los compromisos. En la medida de su efectividad se trata de expectativas más o menos 

grandes de pago, y se deben entender como reales, personales y mixtas, (Mendoza, 2005). 

 

 

La doctrina admite que las garantías pueden revestir dos categorías, a saber: personales 

o patrimoniales, y reales y objetivas. 

 

 

Mediante las primeras el acreedor tiene derecho de perseguir, además de los bienes de su 

deudor, que constituyen la prenda general de su acreencia, en términos del ordenamiento civil. 

Un patrimonio o todos los bienes de la persona o personas distintas como ocurre con la fianza. 

Por las segundas el acreedor tiene la facultad de perseguir uno o más bienes específicos, afectos 
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al pago, en forma tal que la no satisfacción oportuna de éste le permita exigir que dichos bienes 

se liquiden para con su producto atender preferencialmente el crédito, con prelación sobre otras 

acreencias (Mendoza, 2005). 

 

 

a. Entre las garantías reales tenemos: prenda, hipoteca y censo. 

 
b. Entre las personales: la fianza. 

 
c. Mixtas: combinación de personales y reales. 

 
d. El aval propio de los títulos valores 
 
 
 

 

La necesidad de que las instituciones financieras cuenten con seguridades consistentes en 

sus operaciones de crédito, que a la vez las pongan a cubierto del riesgo que representa la posible 

insolvencia de sus deudores y les permitan, resolver obligaciones a su favor y procurar el 

reembolso de fondos puestos al servicio de actividad mercantil. En la práctica el propósito es que 

los establecimientos de crédito constituyan garantías que respalden los préstamos; para el 

desembolso exigen garantías de sus potenciales clientes, Superintendencia Financiera, 2016. 

Concepto 2006050980-002 del 15 de noviembre de 2006. 

 

 

El Gobierno Nacional se ha ocupado de establecer requisitos especiales para evitar que 

se produzcan excesivas exposiciones al riesgo, limitando el monto de las transacciones con una 

misma persona, natural o jurídica, y exigiendo la constitución de garantías bajo requisitos de 

operaciones que excedan determinados porcentajes de afectación al patrimonio de la acreedora. 
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b. PUNTO DE VISTA ADJETIVO O PROCESAL. 

La finalidad del proceso ejecutivo -------. 

 

 

Notificación - los procesos ejecutivos, reclaman proferir decisiones de notificación 

distintas a las personales, pero no suele suceder así. Aspectos aplicables al momento en que el 

ejecutado sea la víctima. “Para notificarse personalmente del mandamiento de pago contra ellas 

librado en el proceso ejecutivo a que se ha hecho alusión en esta providencia, no se trabó nunca 

la relación jurídico-procesal indispensable para que exista debido proceso, lo que indica, sin 

hesitación, que respecto de ellas se quebrantó, de manera ostensible, la garantía constitucional 

consagrada en el artículo 29 de la Carta Política”. (Sentencia de Tutela, 1999) 

 

 

En la misma sentencia se da un tratamiento especial que dejó claro que no es posible 

notificar mediante emplazamiento a personas secuestradas dada la imposibilidad de recurrir a 

los estrados judiciales para defenderse al estar preso en condiciones que contravienen a su 

voluntad (Azula, 2012). 

 

 

Carga de la prueba - como aspecto excepcional de la prueba, existe un cambio de paradigma, 

pues normalmente este tema en derecho privado es estricto y sólo recae sobre hechos que el proceso 

define como necesarios, sin embargo, el caso excepcional se presenta al momento de alegarse la 

situación de víctima por medio de la inscripción en el registro único de víctimas. 
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El demandante debe probar con formalidades y mayor exigencia que el 

incumplimiento del crédito no guarda relación con el hecho dañoso, o con ocasión del 

conflicto armado en Colombia. 

 

 

Las excepciones – en el juicio ejecutivo la aplicación del artículo 128 de la Ley 1448 de 

2011, es clara la reclasificación del crédito como categoría de riesgo especial, de acuerdo con la 

reglamentación de la Superintendencia Financiera; debe atenderse la condición del desplazado y 

las incidencias del hecho victimizante en el pago de su obligación crediticia. El juez ordinario 

es quien tiene la competencia para definir la controversia netamente legal que hoy plantea el 

accionante. 
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Conclusiones 
 
 

 

1. la víctima del conflicto armado es un sujeto especial de protección, en donde las normas 

internacionales no lo reducen como el mejor sujeto procesal pasivo del derecho penal 

internacional, sino que en base al daño surgido con ocasión de las violaciones al Derecho 

internacional Humanitario. Los beneficios de las victimas internacionales tienen como 

directriz las idea de Joinet: Verdad, Justicia, Reparación y no repetición. Existen alrededor 

de 5 tipologías de víctimas en el ámbito internacional, sin que haya prevalencia o exclusión 

de las mimas, sino que más bien otorga un abanico de posibilidades para encuadrarlo. 

 
2. Las víctimas del conflicto armado en Colombia, desde las diferentes normatividades de 

regulación como la jurisprudencia de las altas cortes, regula la caracterización del termino 

de victimas pero conducido por dos categorías de víctimas: víctimas directas o indirectas, 

(sin que como el caso del escenario internacional se excluyan o exista supremacía entre una 

y otra) sino que por el contrario tienen el mismo tratamiento. Desde el ámbito nacional, 

desde lo jurídico las dos categorías de victima que inicialmente se han planteado tienen los 

mismos beneficios y derechos. Es decir son legitimados por activa. 

 
3. Las medidas de reparación integral se constituye en un deber del estado y un derecho de las 

víctimas, que se solventa con acciones desde dos ámbitos subjetivos: reparación individual y 

la colectiva. 

 
4. Desde la monografía teniendo como prioridad la reparación integral individual, tenemos que 

las mismas se consideran como medidas destinadas a remediar, mitigar y resarcir los daños 

individuales causados por las violaciones a los Derechos Humanos en el marco del conflicto 

armado interno en Colombia entendiendo la existencia de cinco medidas de reparación: 

Indemnización, Rehabilitación, Satisfacción, Garantías de no repetición y Restitución. Esta 
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última medida de reparación, la restitución teniendo particular atención porque en la 

misma se incluye la restitución en materia de créditos y pasivos. 

 
5. La reparación integral individual no es reduccionista, no sólo se ha enfocado en la 

Indemnización administrativa o en la restitución de tierras, sino que desde la visión del 

ordenamiento jurídico colombiano las estrategias están encaminadas en resarcir a la víctima 

a un estado no sólo se cosas anteriores al daño con ocasión de la violación de DD.HH por 

razón del conflicto armado en Colombia, sino que reivindica la dignidad de la víctima hasta 

tal punto que las acciones estatales pretenden abarcar la integralidad del daño producido en 

el ámbito material, emocional, social y cultural, e incluso buscan fomentar e influir incluso 

en proyecto de vida de las víctimas y en la materialización de sus aspiraciones. 

 
6. La medida de restitución como medida de justicia restaurativa en la que se destaca la 

restitución de crédito y pasivos tenemos que existen muchos beneficios otorgados a las 

víctimas. Desde el punto de vista normativo, estos beneficios se condensaron en la Ley 1448 

de 2011 o Ley de Víctimas y Restitución de Tierras y en el Decreto 4800 de 2011. 7 

 
7. En la reglamentación sobre la restitución de créditos y pasivos, se observa con mayor 

detenimiento los requisitos para acceder a los créditos, ofreciéndolo a las víctimas 

condiciones mejores para los prestamos como medio para cumplir un fin constitucional 

mayor y legítimo: medidas de justicia restaurativa a las víctimas y su compensación no 

solo para devolverle al estado de cosas anteriores sino para brindarle estrategias para 

mejorar su condición de vida y ser productivos en donde saben hacerlo: el emprendimiento 

rural y comercial. 

 
8. El planteamiento jurisprudencial en sede de la Corte Constitucional Colombiana se otorgan 

beneficios que son más concretos y aplicables. Aun cuando los mismos se otorgaron antes de 
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la ley 1448 de 2011, se puede percibir que logran ser garantistas, avanzados y tienen en 

cuenta medidas financieras adecuadas y de mejor aplicación a favor de las víctimas que 

hayan contraído créditos y por las circunstancias del conflicto armado en Colombia no hayan 

podido cumplir naturalmente con sus obligaciones. Construyendo de esta manera un régimen 

privado con visión humanista, de función social y aterrizada a la realidad socio-económica 

colombiana con enfoque diferencial a las víctimas. 

 
9. Precisamente y estas medidas han permitido que instituciones de derecho privado han 

mutuado con la finalidad de cumplir con su sentido humanista y socio-económico 

correspondiente a la realidad colombiana ha revaluado conceptos importantes de iusprivado 

para favorecer a las víctimas del conflicto armado. Los principales principios como la 

relatividad de los contratos, sanciones por incumplimiento del contrato, el contrato como ley 

para las partes se han valorado en favor de la víctima por medio de herramientas jurídicas y 

medidas como: establecer a la victima en una situación excepcional colocándose en 

situación de vulnerabilidad, cuando quien detente el poder económico y las herramientas 

jurídicas a favor pretenda usar esos mecanismos judiciales sin tener en cuenta la situación 

excepcional. Todo lo anterior dando garantías a la víctima desde el punto de vista sustancial. 

Sin embargo desde el punto de vista procesal, instituciones como el emplazamiento, la carga 

de la prueba y las excepciones en proceso ejecutivo han sido adecuadas a favor de la víctima 

para que no se pueda proseguir el proceso, cuando se hable de un desaparecido forzado o de 

un secuestrado. 

 
10. El ordenamiento jurídico desde el derecho privado se ha constitucionalizado y es más 

acorde con el enfoque diferencial de las víctimas, gracias a los cambios normativos en sede 

legislativa, reglamentaria así como también desde la sede jurisprudencial, impactando en los 
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estudios doctrinales clásicos. De tal manera que el derecho privado debe verse también como 

instrumento para obtener justicia social que no será más visto como enfoque liberal sino también 

intervencionista, garantista y proteccionista en el ámbito que correspondan a sujetos de 

protección especial o de debilidad manifiesta como las víctimas del conflicto armado. 
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